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COMlSlON DE ECONOMIA, COMERCIO Y HACIENDA 
PRESIDENTE: DON JUAN RAMALLO MASSANET 

Sesión celebrada el jueves, 14 de febrero de 1985 

Orden del día: 

- Dictamen del proyecto de Ley de represión del fraude fiscal (final). 

Se reamida la sesiórt a las diez .v veinte rnirirttos de la 
rwanana. 

El senor PRESIDENTE: Buenos días, senores Diputa- 
dos. 

Entramos en el estudio del artículo 81 de la Ley Gene- 
ral Tributaria, según el informe de la Ponencia, que reco- 
ge el artículo 6." del proyecto de le'y enviado por el Go- 
bierno. 

A este artículo quedan pendientes las enmiendas nú- 
meros 160, del Grupo Centrista; las 119 y 120, del Grupo 
Parlamentario Popular; las 85 y 86, de Minoría Catalana; 
las 34 y 35, del señor Pérez Royo, y la 20, del Grupo 
Vasco. 

Para la defensa de las enmiendas números 85 y 86, del 
Grupo Minoría Catalana, tiene la palabra el señor Gas& 
liba. 

El señor GASOLIBA 1 BOHM: La enmienda 85 propone 
un nuevo párrafo, que es: *No obstante, la suspensión del 

ejercicio de profesiones oficiales deberá hacerse de 
acuerdo con su correspondiente legislación reguladora.. 
Esta propuesta se basa en nuestra posición de que el 
texto de la normativa que aquí discutimos sea coherente 
con la regulación general de estas profesiones oficiales. 

Por otra parte, creemos que las sanciones a que se re- 
fiere la enmienda 86, de las que se trata en el artículo 6:, 
se han de decidir en Consejo de Ministros. Como se expli- 
ca en la justificación de esta enmienda, la pérdida de los 
derechos que comportan las sanciones que aquí se con- 
templan entendemos que es de tal magnitud que requie- 
re el máximo nivel de la Administración para que sea 
adoptada. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 
das números 1 19 y 120, del Grupo Parlamentario Popu- 
lar, tiene la palabra el sefior Renedo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Las modifica- 
ciones sustanciales que han sido introducidas en Ponen- 
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cia en el artículo 8 1 hace que las enmiendas que nosotros 
presentábamos hayan perdido una gran parte de su vir- 
tualidad, por cuanto que en la 120 nosotros pedíamos 
que en cualquier procedimiento sancionador se incoase 
expediente en el que se diese audiencia al sujeto inculpa- 
do, lo que se recoge, según veo, en la nueva redacción del 
artículo 81 ; asimismo, tratábamos de corregir el evidente 
error que se había producido en el artículo 6." al otorgar 
facultades para imponer sanciones tributarias a los Órga- 
nos en virtud de una distinción de funciones que habían 
quedado sin objeto por modificaciones posteriores en 
cuanto a las facultades de gestión y liquidación. 

La nueva regulación nos parece más positiva, pero no- 
sotros mantenemos nuestras enmiendas. únicamente por- 
que no estamos de acuerdo con el contenido de las san- 
ciones, como dijimos ya ayer, con determinados tipos de 
sanciones que entendemos no deben aplicarse en el ám- 
bito tributario. A estos solos efectos, mantenemos las en- 
miendas citadas. 

El señor PRESIDENTE: No estando presente el Dipu- 
tado señor Pérez Royo ni el representante del Grupo Vas- 
co, se dan por decaídas las enmiendas números 34, 35 y 
20. También queda decaída la enmienda 160, del Grqpo 
Parlamentario Centrista. 

Para fijar la posición del Grupo Centrista, el señor Pa- 
drón tiene la palabra. 

El señor PADRON DELGADO: Muy brevemente, señor 
Presidente, nada más que a efectos de cortesía parlamen- 
taria. Quiero decir que el propio portavoz del Grupo Po- 
pular ha manifestado que una parte de sus enmiendas ya 
figura en el texto corregido del informe de la Ponencia, y 
que únicamente mantiene, por coherencia con otras ante- 
riores, esas enmiendas a efectos de poderlas concordar en 
lo que se refiere a su oposición a que existan sanciones de 
suspensión de profesiones oficiales o la negación de po- 
der celebrar contratos con el Estado en aquellas empre- 
sas que hayan sido sancionadas. 

En cuanto a las enmiendas del Grupo Minoría Catala- 
na, nosotros creemos que, tal como se contempla la san- 
ción que figura en el artículo 81 de la suspensión de 
profesiones oficiales, es coherente. No podemos ni quere- 
mos entrar en el tema de la normativa específica de cada 
una de las actividades de estas profesiones, puesto que 
esto sería interminable y por medio de estas normas re- 
guladpras se podrían poner demasiadas trabas a una de- 
cisión gubernamental como es la suspensión de una pro- 
fesi6n oficial. 

Por todas estas razones, nos oponemos a las enmiendas 
y votaremos favorablemente el texto del artículo 81 se- 
gún figura en el informe de la Ponencia. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: SenDr Presi- 
dente, quisiera mantener las enmiendas de los G N ~ O S  
que se encuentran ausentes, si es posible, como se hizo 
ya ayer por otro Grupo. Pausa). 

El señor PRESIDENTE: Señores Diputados, consulta 

da la Mesa y los Portavoces en la Comisión de los distin- 
tos Grupos Parlamentarios presentes, se mantiene la de- 
cisión, tomada por la Mesa ya en una reunión de hace 
unos meses, de dar por decaídas las enmiendas que no 
sean defendidas en Comisibn. 

En consecuencia, vamos a pasar a la votación de las 
enmiendas 85 y 86, de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, cuatro; en contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Votamos ahora las enmiendas 119 y 120, del Grupo 

Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente &suliado: Votos a 
favor, cuatro; en contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Votamos el texto del artículo 8 1 ,  según el informe de la 

Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 16; en contra, uno; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 
81. 

Entramos en el artículo 82, que recoge el artículo 7." 
del proyecto enviado por el Gobierno. Las enmiendas 
pendientes a este artículo son la número 87, de Minoría 
Catalana; la 161 y 186, del Grupo Parlamentario Centris- 
ta; la número 29, de Minoría Vasca, y la 121 y 71, del 
Grupo Parlamentario Popular. 

Para la defensa de la enmienda número 87, del Grupo 
Minoría Catalana, tiene la palabra el señor Gasbliba. 

El señor GASOLIBA 1 BOHM: En esta enmienda se 
ofrece una redacción para el primitivo artículo 7." del 
proyecto de ley, que intenta evitar la discrecionalidad de 
la Administración tributaria, tal como está en el texto 
del proyecto. Por otra parte, entendemos que, desde un 
punto de vista jurídico, la aplicación del criterio de la 
buena o mala fe de los sujetos infractores debe rectificar- 
se en el proyecto, como hacemos al ofrecer un texto alter- 
nativo. Realmente, si hay buena fe, no puede hablarse de 
infracción tributaria, al menos en la legislación vigente. 
Por tanto, creemos que el texto del artículo que propone- 
mos ofrece unos criterios más objetivos y más acordes 
para evitar la discrecionalidad de la Administración tri- 
butaria. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 
das 71 y 121, del G N ~ O  Parlamentario Popular, tiene 18 
palabra el señor Renedo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: El contenido 
de ambas enmiendas es prácticamente idéntico y coinci- 
de en buena parte con el de la enmienda de Minoría 
Catalana que acaba de ser defendida. En este artículo 82 
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se trata de la graduación de las sanciones, y nosotros 
establecemos también una nueva enumeración de las 
mismas, eliminando concretamente los conceptos de ca- 
pacidad económica y la buena o mala fe de los sujetos 
infrac tores. 

Respecto a la capacidad económica, estimamos que es 
completamente inadecuado que se tenga en cuenta, para 
graduar las sanciones tributarias, al menos las corres- 
pondientes a infracciones graves, por cuanto que esta 
capacidad económica precisamente se manifiesta a tra- 
vés de la realización del hecho imponible, que a su vez 
dará lugar a la determinación de la cuota tributaria, de 
acuerdo con esa capacidad económica, y ,  como conse- 
cuencia de ello, se impondrá la correspondiente sanción, 
en función de dicha cuota, que es, como he dicho antes, 
la manifestación de la capacidad económica del sujeto 
pasivo a través de la realización de un determinado he- 
cho imponible. Nos parece, por tanto, una redundancia 
el que esta circunstancia de la capacidad económica pue- 
da tenerse en cuenta nuevamente al graduar la sanción, 
que, a su vez, viene determinada por este concepto de 
capacidad, plasmado a traves de la cuota tributaria que 
le corresponda satisf'acer al sujeto pasivo. 

Por otro lado, entendemos que la capacidad económica 
tambikn resulta inadecuada para graduar las sanciones, 
en cuanto que viola, a nuestro juicio, el principio de 
igualdad establecido por la Constitución española. De la 
misma f'orma que en las penas no se tienen en cuenta las 
circunstancias personales del infractor o del que haya 
cometido el delito en el ámbito penal o en el ámbito 
administrativo, sino la naturaleza de la infracción, la 
gravedad de la misma y las circunstancias que deben ser 
tenidas en cuenta, no se han de valorar aquí tampoco 
aspectos subjetivos que pueden dar lugar a subjetivida- 
des y a arbitrariedades por parte de los órganos encarga- 
dos de imponer las correspondientes sanciones. 

En cuanto al requisito de la buena o la mala fe, preten- 
demos también que se elimine de este artículo en cuanto 
forma de graduación de las sanciones tributarias. La po- 
sición que venimos manteniendo a lo largo de todo el 
proyecto, de entender que la voluntariedad es un requisi- 
to imprescindible para que pueda producirse cualquier 
infracción tributaria, hace verdaderamente insólito el 
que pueda darse una infracción tributaria de buena fe; 
como mucho se podría, en todo caso, tener en cuenta el 
grado de mala fe del sujeto pasivo, si bien es un criterio 
que, dada su dificultad de apreciación concreta, estima- 
ríamos que sería también extraordinariamente peligroso, 
en orden a su arbitrariedad. 

Entendemos, por tanto, que estos dos elementos deben 
ser eliminados a la hora de graduar las sanciones tribu- 
tarias, con el fin de que éstas se impongan con la máxi- 
ma objetividad posible y sin que puedan dar lugar a 
arbitrariedades de apreciaciones subjetivas, en orden a 
la buena o mala fe o a la capacidad económica de los 
sujetos infractores, pues son aspectos absolutamente aje- 
nos; debe tenerse en cuenta únicamente la gravedad de 
la infracción cometida y de las demás circunstancias que 
aparecen recogidas en el texto del proyecto. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Socialista tiene la palabra el señor Sánchez Sáez. 

El señor SANCHEZ SAEZ: El Grupo Socialista quiere 
aprovechar este momento del debate para intentar apla- 
car determinados vientos y tempestades levantados ayer 
por el Grupo Popular, cuando se hablaba de pérdida de 
libertad en nuestro país y del hundimiento del Estado de 
Derecho. El Grupo Socialista va a aprovechar el impulso 
de estos vientos y tempestades para desarmar en lo posi- 
ble la argumentación hecha por los portavoces del Grupo 
Popular de que este proyecto atenta contra la voluntarie- 
dad, es una objetivación absoluta de la forma de penar. 
Estas consideraciones, señor Presidente, están muy lejos 
del proyecto, y en este artículo 82 el Grupo Socialista 
tiene ocasión de demostrar que es así. En absoluto se 
atenta contra el Estado de Derecho. No excluye este 
proyecto los elementos de voluntariedad, en absoluto; es 
más, la eliminación de esa buena o mala fe, en su en- 
mienda 121, nos dejaría efectivamente sin un arma para 
poder demostrar la necesaria contemplación del grado 
de voluntariedad en la ejecución de estas infracciones. 
En absoluto los socialistas renunciamos, señorías, a estos 
elementos de voluntariedad. Insisto en que este artículo 
es el lugar donde se residencian las razones para decir lo 
que decimos. Muy al contrario, señorías, yendo a los mo- 
delos que los Grupos de oposición, tanto de la derecha 
corno de nuestra izquierda, están presentando hoy en es- 
ta sala, sí que acabaríamos vulnerando el principio de 
igualdad entre los españoles y atenderíamos a esos re- 
querimientos que desde el Grupo de Minoría Catalana, 
en el Pleno del día 12, se daban para atender a la no 
obligación moral de pagar; una invitación a la no obliga- 
ción moral de pagar que hacía el señor Xicoy -véase la 
página 8239 del «Diario de Sesiones» de dicho Pleno-, 
puesto que el representante de Minoría Catalana decía 
que: .Su deber» - d e l  contribuyente- "y  lo digo clara- 
mente, está en huir de la dificultad fiscal ... .. Este es el 
panorama que nos presentan los Grupos aquí reunidos 
hoy, y no quiero hacer alusión a otros Grupos de izquier- 
da que también trajeron a esta reunión argumentaciones 
de tipo doctrinal, que entendemos que no son acordes 
con determinada doctrina. En efecto, como sabemos to- 
dos nosotros, hay doctrina y doctrina. Hay doctrina para 
posiciones de derecha y doctrina para posiciones de iz- 
quierda. Dejando aparte eso, quiero hacer hincapié en 
que los representantes del Grupo Popular insisten en que 
el Derecho sancionador administrativo no puede estar al 
margen del Derecho Penal. Es una afirmación rotunda 
hecha por los señores del Grupo Popular, y para ello alu- 
den a la doctrina del senor Carda de Enterría. 

Nosotros tenemos que decir que, muy al contrario, te- 
ner doctrina relevante también en nuestro país -véase 
la det profesor César Albifiana-, donde se dice que para 
la determinación de una infracción fiscal debe bastar el 
hecho de la violacibn legal y no es necesario establecer la 
existencia de dolo o culpa. Señores, éste es el sustrato 
doctrinal que alienta nuestra norma. La supresión que 
propone el Grupo Popular en el artículo 82, apartado g), 
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de la buena o mala fe de los sujetos infractores a la hora 
de graduar las penas, es absolutamente contradictoria 
con su vibrante alegato para atender los requisitos de 
voluntariedad en la graduación de las penas. Es una ab- 
soluta contradiccion, señorías. La buena o mala fe es, 
para nosotros, una clave sustancial de esta ordenación 
jurídica, puesto que, atendiendo a esa buena o mala fe, la 
Administración graduará las penas. 

Se nos dice tambien que la capacidad económica del 
sujeto infractor no tiene por que ser una referencia para 
graduar las penas v que no hav antecedentes en el Código 
Penal. Señor Rencdo, le recuerdo a usted que el artículo 
63 del Código Penal dice que en la aplicación de las mul- 
tas se tendrán cn cuenta no sólo las circunstancias atc- 
nuantes v agravantcs del hecho, sino principalmente el 
caudal o facultades del culpable para graduar las multas. 
Esto es .  la capacidad económica es una referencia sus- 
tancial para graduación de multas en el Código Penal. 
No veo por quk no puede scrlo tambibn en la regulación 
que estamos hacicndo en esta ley .  

Igualmente se habla por el portavoz de Minoría Catala- 
na de discrccionalidad en la Administración. Señoría, en 
este provecto no  hav discrccionalidad, sino adecuación al 
caso. Hav una lista de temas que permitirán a la Admi- 
nistración atender sustancialmentc al caso, incluso al 
grado de voluntariedad. Con la graduación atenderemos, 
como digo, a esa necesaria adecuación al caso, incluso 
utilizando la norma, atendiendo a esa buena o mala le. 
Ustedes dicen que no cabe que hava buena fe; si hubiera 
buena fe no sería sancionable. Nosotros, efectivamente, 
por buena fe o mala fe entendemos algo distinto, por lo 
que se deduce de lo expresado por el Grupo de Minoria 
Catalana. La mala o buena fe no es un absoluto, siempre 
está expresada dc una manera gradual en las personas. 
N o  existe la buena fe integral ni  la mala fe integral: son 
grados de buena o mala fe. Y esos grados de buena o 
mala fe son los que llevarán a la Administración a gra- 
duar  las penas. 

No obstante, debo reconocer que la redacción que S. S.  
presenta para ese párrafo mantiene un espíritu muy ho- 
mogéneo al que nosotros pretendemos dar a la norma. 
N o  hay, pues, una oposición sustancial en ese párralo 
entre la proposición de Minoría Catalana y la del Grupo 
Socialista. 

Pero, señorías, que en esta regulación se anula la vo- 
luntariedad no  es cierto. Lo que si es cierto es que mien-  
demos que la ignorancia en materia tributaria no es alc- 
gable, la ignorancia de la norma no será alegable, y que 
los tribunales han hecho en ocasiones un uso abusivo de 
la voluntariedad, llegando incluso a establecer la presun- 
ción de  no voluntariedad en el acto defraudador o infrac- 
tor. Muy al  contrario, nosotros realmente combatimos 
esa presunción de  no voluntariedad, diciendo: Señorías, 
la ignorancia no es alegable en materia tributaria. 

Pienso en las reclamaciones hechas ayer: Y si se tarda 
un día en hacer la declaración ¿ustedes ya pondrán una 
sanción monstruosa?,Si se tarda un día, entra dentro de 
la tipificación d e  infracción, pero la posibilidad de  gra- 
duación de  las penas es tal que, atendiendo a esa buena o 

mala fe que ustedes, precisamente el Grupo Popular, 
quieren eliminar de nuestra norma, permitirá establecer 
la sanción mínima, mil pesetas. Es más, atendiendo a las 
posibilidades de condonación puede quedarse ese caso 
sin ninguna sanción. Por favor, señorías, la necesidad de 
flexibilización v la atención a la voluntariedad a la 'que 
esta norma es absolutamente respetuosa no nos la quic- 
ran ustedes cercenar con sus enmiendas. Y con esto, se- 
ñor Presidente, doy por terminada la delensa del artículo 
82. 

El señor PRESIDENTE: Señor Gasdiba,  tiene la pala- 
bra. 

El señor GASOLIBA I BOHM: Al principio estaba cicr- 
tamente perplejo con la exposición del Grupo Socialista, 
porque no  sabia si nos encontrábamos en el debate del 
martcs pasado o bicn estábamos cn el debate de hoy. Ha 
hecho una referencia, por otra parte incompleta, a unas 
palabras del señor Xicoy; creo que hubiese sido más 
oportuno si i.1 hubiese estado presente en esta Comisión. 
El representante del Grupo Socialista las ha sacado del 
contexto y,  por tanto, el sentido que les ha dado n o  ha 
sido el correcto. 

Por otra parte, esta crítica -ya digo que corrcspon- 
diente a otro debate- no  concuerda con la aí'irmación 
que ha hecho finalmente de que nuestra propuesta esta- 
ba -y cito textualmente- en un espíritu muy homogk- 
neo con la propia línea propuesta por su Grupo y que, 
por tanto, n o  había oposición sustancial al mismo. Si 
manifiesta esta opinión, difícilmcntc es contraatacablc y 
creo que hay un reconocimiento de que nuestra propucs- 
ta mc.jora el texto. 

El señor PRESIDENTE: El señor Rcncdo, del Grupo 
Popular, tiene la palabra. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Despues de cs- 
La larga pcrvración acerca de la doctrina jurídica fiscal 
de derechas y de izquierdas. basando por lo visto la dife- 
rencia entre una v otra exclusivamente en cl carácter 
voluntario o no con que se dcbc configurar el Derecho 
Financiero, y concretamente el Derecho Financiero san- 
cionador, como todo el Derecho Administrativo en esta 
materia, n o  cabe duda de que nosotros nos adscribimos a 
la primera de las tcorias, pero no porque sea de dere- 
chas, sino porque nos parece rnás ,justa. rnás racional, 
más progresiva v más acorde con los fundamentos del 
Estado dc Derecho democrático v liberal e n  el que en 
definitiva vivimos. 

Pensamos que el Derecho Administrativo sancionador 
-y no quiero aqui reproducir un debate que ya tuvo 
lugar ayer y que se desarrolló ampliamente- debe inspi-  
rarse en los principios del Derecho Penal, y un principio 
básico es el de la voluntariedad: nadic puede ser conde- 
nado por actos que no haya cometido voluntariamente. 
El sistema de objetividad en las infracciones tributarias 
D de  cualquier otra índole administrativa nos parece una 
regresión, puesto que no se debe condenar a una persona 
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que ha actuado involuntariamente, que no  tiene una vo- 
luntad de violar en definitiva la ley. Lo que no tiene, por 
cierto, absolutamente nada que ver con que la ignorancia 
de las leves no excuse su cumplimiento; va lo dijo en s u '  
día el Código Civil y lo dejó muy claro. sin que ello pre- 
suponga el deber de conocimiento de las leves, puesto 
que no vamos a exigir este conocimiento a todos los ciu- 
dadanos. Lo cierto es que esta voluntariedad debe ser el 
quicio básico de todo el Derecho Administrativo sancio- 
nador v ,  concretamente. del Derecho Fiscal sancionador 
que estamos estudiando. 

N o  cxistc contradicción alguna en nuestra postura; 
precisamente porque no concebimos que pueda haber in- 
fracción tributaria que no sea voluntaria, precisamente 
por eso es por lo que n o  entendemos que se pueda utili- 
zar, como criterio para graduar las sanciones, la buena fe 
del sujeto pasivo. Nos  parece insólito, porque esto ex-  
cluye radicalmente la existencia de una inlracción y ex- 
cluye 1ambii.n radicalmente la existencia de la corres- 
pondiente sanción. 

Otra cosa distinta, y cn cso cstqy completamente de 
acuerdo con el representante socialista. es que cn la ac- 
tuación voluntaria de los sujetos pasivos y de los inlrac- 
torcs existen diversos grados. Claro que existen diversos 
grados; existe el  grado del dolo, el grado de la culpa, 
csistcn dentro de cada uno de ellos infinitas modalidades 
o matices para dctcrminar el grado de dolo, de culpa o 
de negligencia más o menos grave cri que haya podido 
incurrir una persona. N o  es lo mismo una persona que 
carezca de los niás minimos medios de información, 
üiiüllabcta, que una persona que  conoLcü pcrfcctamcntc 
la legislación Qscal, que  tenga inlinidad dc medios a su 
disposición para asesorarse y cumplir sus deberes lisca- 
les. Claro que no es lo mismo, y estas circunstancias si 
que  se pueden tcncr e n  cuenta par-a graduar las sancio- 
nes, pero sicn1pi.c partiendo de que esta circunstancia 
jamás puede consistir en la buena le, que cxcluyc radi- 
calmente la punibilidad. 

En cuanto a l a  capacidad económica. hemos señalado 
va las razones por las que nos oponemos a que se tenga 
e n  cuenta esta capacidad económica como criterio para 
graduar las sanciones, por lo menos en las infracciones 
graves, es decir, en  las antiguas infracciones de defrauda- 
ción. puesto que entendemos que significa una redundan- 
cia respecto de una capacidad económica que ya se ma- 
nifiesta en la realización del  hecho imponiblc y ,  por tan- 
to, en la cuota tributaria correspondiente. Volver a tener 
en cuenta esta misma circunstancia es duplicar innccesa- 
riamcntc un aspecto que indudablemente es importante, 
pero que es importante para determinar las obligaciones 
tributarias, no para el grado de responsabilidad o para el 
grado de culpa o de gravedad de la infracción que haya 
podido cometer. 

N o  estaríamos en contra de que esto se limitase cxclu- 
sivamcntc a las inlraccioncs simples, puesto que en las 
infracciones simples, que en seguida pasaremos a estu- 
diar, cxistc una amplisima gama de posibilidades, en las 
cuales efectivamente estas circunstancias pueden tenerse 
en  cuenta. En muchos casos n o  es posible determinar ni 

un perjuicio económico para la Hacienda pública, ni nin- 
guno de  los otros criterios con los cuales se ha de graduar 
la sanción. Pero es importante que no se manipulen los 
argumentos que aquí expresamos y que respondan a es- 
tos argumentos v no a otros, sacándolos de quicio, o 
planteándolos de forma inversa a la que nosotros hemos 
realizado. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sánchez Sáez tiene la 
palabra. 

El señor SANCHEZ SAEZ: Señor Presidente, quiero 
replicar al señor Gasbliba. Al  concluir su intervención, 
arguía que cn mis declaraciones había expresado que su 
propuesta era idi.ntica a la nuestra. Señor Gasbliba, la 
propuesta es al  apartado g) para nosotros, o en el f )  para 
ustedes; nosotros hablamos de buena o mala fe, ustedes 
de grado de malicia; ahi son idthticas. Incluso tal vez sea 
más clara la redacción de su propuesta, pero de ahi a 
dcducir que en el articulo 82 su proposición es idéntica a 
nuestra .propuesta; no. señor Gasdiba.  La propuesta es 
distinta. 

Como ejemplo diri. que nosotros en el articulo 82 man- 
tcncmos que la capacidad económica del sujeto infractor 
sirva para graduar las penas. Pienso que es un tema ab- 
solutamente sustancial. que en otros Derechos punitivos 
se mantiene, como hc dejado prcscntc en la Comisión con 
la lectura del texto del Código Penal, que entendemos 
que es absolutamente importante mantenerlo. Tenemos 
que crear una nueva cultura social, reconducir las con- 
ductas, señor-iaa. Para e l  Grupo Socialista está claro quc  
según la capacidad económica del sujeto infractor, debe- 
rán de graduarse las penas. Ambos Grupos contradicto- 
res al proyecto unánimemente quieren quitar el párrafo 
que estoy indicando a ustedes. Entendemos que es sus- 
tancial la diferencia en ese punto. 

Respecto a la alusión a que creian que estábamos ha- 
blando sobre la modificación del Código Penal producida 
en el debate de hace dos dias, señorías, vo pienso que 
estamos hablando de infracciones tributarias, hablamos 
hace dos dias de delitos liscales, y hay un nexo muv 
importante de unión entre una y otra cosa. El ánimo 
legislativo que su Grupo Parlamentario puso de relieve (y 
he citado la página del ((Diario de Sesiones)) donde su 
portavoz, no digo el señor Xicoy, sino el portavoz de 
Minoría Catalana dejó presente en el Pleno) está absolu- 
tamente claro que es una invitación a la no responsabili- 
dad moral en la necesaria contribución a las obligaciones 
fisca les. 

En cuanto a las palabras del sctior Renedo relativas a 
mi declaración de que este proyecto no excluye los ele- 
mentos de voluntariedad y la insistencia que he hecho en 
mi intervención con relación a ese terna, le d i r i  que mi 
declaración tiene base en las intervenciones de su Grupo, 
aver, cuando decia que hundíamos el Estado de Derecho, 
que atentábamos contra la libertad. Y, para contradecir- 
lo, señorías, por eso he citado sus palabras, les remito al 
texto de este artículo 82, donde los elementos de volunta- 
riedad están constantemente presentes. 
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El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación de las 
enmiendas vivas, una vez que quedan decaídas las en- 
miendas 161 y 186, del Grupo Centrista, y la 21, del Gru- 
po Vasco. 

Votamos en primer lugar la enmienda 87, del Grupo 
Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, cuatro; en contra, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 

Votamos las enmiendas 7 1 v 12 1 ,  del Grupo Parlamen- 
mienda número 87. 

tario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, cuatro; en contra, 16. 

El señor PRESIDENTE: Quedan igualmente desesti- 
madas las enmienda 71 y 121, del Grupo Parlamentario 
Popular. 

Votamos el texto del artículo 82, de acuerdo con el 
informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 16; en contra, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto del 
artículo 82 de la Ley General Tributaria. 

Pasamos al artículo 83 de la Ley General Tributaria, 
según el informe de la Ponencia, que tiene seis apartados. 
Vamos a discutirlo apartado por apartado, ya que cada 
uno de ellos trae causa de distintos artículos del proyecto 
enviado por el Gobierno. 

El apartado 1 del artículo 83 tiene su origen en el artí- 
culo 9: del proyecto de ley enviado por el Gobierno. Es- 
tán pendientes en este apartado la enmienda 125, del 
Grupo Parlamentario Popular, y la 163, del Grupo Parla- 
mentario Centrista. 

Para la defensa de la enmienda 125, del Grupo Parla- 
mentario Popular, tiene la palabra el señor Renedo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Esta enmienda 
125, así como las 126 y 127 - q u e  si no hubiese inconve- 
niente defenderé de un modo conjunto, porque práctica- 
mente tienen el mismo fundament-, tratan simple- 
mente de reducir la cuantía de las sanciones establecidas 
para las infracciones simples, la primera de ellas estable- 
ciendo una sanción de 1.OOO a 1OO.OOO pesetas como re- 
gla general para todas las infracciones simples, a diferen- 
cia del texto del proyecto que establece unas sanciones 
entre 1.OOO y 15O.OOO pesetas. 

La enmienda siguiente, la 126, se refiere a la sanción 
especial para los casos en que se haya producido un re- 
traso en la llevanza de los libros de contabilidad de más 
de cuatro meses. También tiene por objeto reducir el im- 
porte de la sanción, sobre todo la excesiva diferencia que 
existe entre el tope máximo y el mínimo, de 10.000 a 

200.000 pesetas, y establecerlo en una sanción de 1O.OOO 
a 150.000 pesetas. 

Lo mismo cabe decir de la enmienda 127, que se refiere 
a las demás sanciones establecidas para otra serie de 
supuestos de infracciones simples, que luego trataremos 
de señalar, en los cuales se establecen sanciones de 
25.000 a un millón de pesetas y ,  según el Grupo Popular, 
se propone que estas sanciones sean de 25.000 a 500.000 
pesetas. 

Cabe argumentar muy poco en relación con estas dife- 
rencias que, como se ve, son meramente cuantitativas v 
no suponen una inutilización de las sanciones, pero sí 
una reducción importante de los topes máximos v,  por 
tanto, del abanico sancionador en manos de las autorida- 
des fiscales correspondientes. 

La razón es simplemente que nos parece que estas san- 
ciones sean excesivas, son desmesuradas en muchos ca- 
sos, son sanciones de carácter draconiano que castigan a 
veces hechos de muy poca significacion, o pueden esta- 
blecer supuestos de muy poca significación, que otorgan 
una excesiva amplitud de facultades v de responsabilida- 
des al mismo tiempo a la autoridad administrativa a la 
hora de imponerlas: porque decidir entre imponer una 
multa de 25.000 a un millón de pesetas, por muchos cri- 
terios que se tengan para graduar estas sanciones, es 
realmente una responsabilidad bastante incómoda para 
el órgano que tiene que imponer la correspondiente san- 
ción. Y porque además entendemos que este tipo de san- 
ciones, a todas luces excesivas, desmesuradas y draconia- 
nas, se van convirtiendo en elefantes de papel que aca- 
ban por no asustar a nadie. Es muy característico este 
péndulo legislativo español de pasar de la máxima leni- 
dad de sanciones (en muchas ocasiones ridículas, que 
constituyen una invitación sistemática al fraude, y que 
quedan obsoletas porque se establecieron hace veinte. 
treinta, cuarenta años v no han sido después actualiza- 
das ni modificadas) a una situación de máxima dureza 
que, por el contrario, tampoco produce los efectos que se 
pretenden, que'son el que las sanciones sirvan como di- 
suasorias del incumplimiento de las obligaciones fisca- 
les, sino que al ser unas sanciones tan desmesuradas y 
tan draconianas producen una inhibición por parte del 
sujeto pasivo y una indiferencia ante su posible imposi- 
ción. 

Sinceramente creemos que las sanciones son excesivas. 
A nosotros nos parecería muy bien que estas sanciones se 
actualizasen periódicamente, cada cierto tiempo, tenien- 
do en cuenta la variación del coste de la vida, para evitar 
precisamente esa situación de que queden al cabo de los 
años convertidas en puros símbolos. 

Nos parece a todas luces excesivo el establecer unas 
sanciones tan duras por infracciones simples -stamos; 
hablando de infracciones simples-, que nosotros conce- 
bimos como incumoplimientos de obligaciones de carác- 
ter formal, y por eso pedimos que esta Comisión reconsi- 
dere la posibilidad de reducir estas sanciones a los Iími- 
tes que sean sensatos, prudentes y que permitan equili- 
brar la dureza de las sanciones con la posibilidad efecti- 
va de que esas sanciones sean impuestas. 
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El señor PRESIDENTE: Señor Renedo, como ya ha 
defendido también algunas enmiendas, en relación a las 
cuantías, de los apartados siguientes de este artículo 83, 
podría defender ya todas las enmiendas a este articulo 
83. Así, en vez de discutir por apartados discutiríamos 
todo el artículo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Si los demás 
Grupos no tienen enmiendas sobre este punto, a mí me 
daría igual defender ahora todo el conjunto, 

El señor PRESIDENTE: Le voy a citar las enmiendas 
que ustedes tienen a este artículo. Serían, además de las 
defendidas, que son la 125, 126 y 127, la 128, 129, 130, 
131, 132, 133, 134, 135 y 136. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: N o  hay incon- 
veniente por mi parte en defenderlas todas de un modo 
conjunto. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Sán- 
chez Sáez. 

El señor SANCHEZ SAEZ: Señor Presidente, puesto 
que se van a defender las enmiendas de todo el artículo, 
quiero indicarle que en los apartados 4 y 5 del artículo 
83 parece ser que hubo un error al transcribir el texto y 
que es necesario añadir una frase, puesto que se está 
hablando de las infracciones a las que se refieren los 
artículos 1 1  I y 112. Lo digo a efectos de que se intercale 
antes de la discusión de las enmiendas, si es posible. 

En el apartado 4, donde dice: ULa falta de presentación 
de declaraciones o relacioqes o la no aportación de los 
datos requeridos individualmente ... 3) debería decir a con- 
tinuación «a las que se refieren los artículos 1 1  1 y 112 de 
esta Ley». 

Igualmente, en el apartado 5 «La inexactitud u omi- 
sión de los datos requeridos o de los que deban figurar en 
declaraciones o relaciones presentadas. debe añadirse .a 
las que se refieren los artículp 1 1  I y 112 de esta Ley.. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo. Lo que plantea el 
representante del Grupo Socialista es que al reconvertir 
el proyecto de ley originario a la Ley General Tributaria 
este tipo de sanciones especiales a las que se refería el 
artículo 1 1 . 1 ,  apartados a) y b), eran sanciones especiales 
sobre las infracciones que pudieran cometerse en rela- 
ción a las obligaciones de los artículos 1 1 1  y 112. En 
consecuencia, parece oportuno hacer la especificación en 
los apartados 4 y 5 de este artículo 83 de que estos com- 
portamientos son los relacionados en esos artículos 1 1  I y 
112. 

¿Están de acuerdo los otros Grupos Parlamentarios en 
que se introduzca en los apartados 4 y 5 del artículo 83 la 
referencia a los artículos 1 1  1 y 112 en los términos que 
ha expresado el Ponente Socialista? (Asentimiento.) 

El señor Renedo tiene la palabra para acabar la defen- 
sa de todas las enmiendas que antes le he citado, referen- 
tes a este artículo 83. 

El seiior RENEDO OMAECHEVARRIA: Estas enmien- 
das tratan de modificar el antiguo artículo 10, apartado 
2, hoy artículo 83, apartado 3, en el que se establecen 
una serie de sanciones de carácter especial, de 25.000 a 
un millón de pesetas, por una serie de comportamientos 
recogidos en sus diferentes apartados. 

En la enmienda 128, que se refiere concretamente al 
falseamiento u omisión de varias operaciones en la con- 
tabilidad o en los registros exigidos por normas de natu- 
raleza fiscal, pretendemos que se suprima el términos 
uinexactitudn, por cuanto que entendemos que este con- 
cepto de inexactitud es, valga la redundancia, inexacto. 
Cualquier inexactitud que se pueda producir en la conta- 
bilidad, a veces por causas puramente erróneas, a veces 
por un simple error de transcripción, cuando resulta que 
los registros reglamentarios se llevan correctamente, los 
justificantes, las facturas y todos los demás elementos 
que pueden permitir un correcto conocimiento de la si- 
tuación tributaria del sujeto pasivo y su situación econó- 
mica están en regla, entendemos que no debe considerar- 
se como una infracción, sino que debe exigirse una 
mayor gravedad cualitativa en el comportamiento del 
sujeto pasivo; es decir, una omisión deliberada de estos 
datos o el falseamiento de los mismos, pero no el concep- 
to de inexactitud. 

Tengamos en cuenta que estamos hablando de sancio- 
nes entre 25.000 y un millón de pesetas, es decir, sancio- 
nes que aunque se califican como leves por infracciones 
simples, en realidad tienen una enorme trascendencia 
económica, y que la mera inexactitud, por ejemplo, en un 
dato de contabilidad, puede llegar, teóricamente, a casti- 
garse con una multa de un millón de pesetas, lo que nos 
parece absolutamente desmesurado, y me remito a las 
argumentaciones anteriores respecto a las cuantías de las 
sanciones impuestas. 

En cuanto a las enmiendas 129 y 130, se refieren al 
apartado b) del número 3 del artículo 83, es decir, a la 
utilización de cuentas con significado distinto del que les 
corresponda, según su naturaleza, que dificulten la com- 
probación de la situación tributaria. Son dos enmiendas, 
la primera de ellas pide la supresión del apartado, y la 
segunda introduce una modificación en el sentido de exi- 
gir que estas circunstancias no simplemente dificulten la 
actuación de comprobación por parte de los órganos ins- 
pectores, sino que impidan efectivamente esta compro- 
bación. ¿Por qué? Por cuanto que la utilización de cuen- 
tas con significados diferentes es perfectamente, en prin- 
cipio, lícito, es algo que puede hacer una persona en uso 
de su derecho, por razones de carácter contable o regis- 
tral, de manejo interno, en el que no tiene que intervenir 
la Administración, y este mero hecho no tiene que ser 
castigado salvo que dificulte seriamente.0, mejor dicho, 
que impida el ejercicio de las funciones inspectoras por 
parte de los órganos correspondientes, puesto que lo de- 
más sería entrar en un aspecto de carácter puramente 
privado que no debe ser objeto, a nuestro juicio, de san- 
ción. 

En cuanto a la enmienda 13 1 ,  se refiere al apartado c) 
y concretamente a la transcripción incorrecta en las de- 
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claraciones tributarias de los datos que figuran en los 
libros y registros obligatorios. En realidad, este apartado 
nos parece bastante redundante con el primero, y se pue- 
de repetir aquí la argumentación que hemos expresado 
acerca del concepto de inexactitud. Una mera transcrip- 
ción errónea o incorrecta de las declaraciones tributa- 
rias, cuando los datos que sirven de base a estas declara- 
ciones se encuentran perfectamente a disposición de la 
Administración, no debe ser objeto de una sanción tribu- 
taria. salvo que la transcripción no sólo sea incorrecta, 
sino, además, dolosa; es decir, que se haya producido 
esta equivocación de una manera voluntaria; comporta- 
miento que, por cierto, es bastante frecuente v que, a 
nuestro juicio, debe ser objeto de una clara represión v 
sanción por parte de la legislación tributaria, pero que 
debe exigir siempre, naturalmente, no una mera equivo- 
cación, sino el dolo o una actitud claramente culposa por 
parte del sujeto pasivo. 

En cuanto a la enmienda 132, se refiere al apartado e) 
del artíwlo 83, concretamente a la llevanza de contabili- 
dades diversas que referidas a una misma actividad v 
ejercicio económico no permitan conocer la verdadera 
situación de la empresa. Entendemos que la llevanza de 
contabilidades diversas es algo perfectamente licito para 
el sujeto pasivo. Entramos otra vez en un aspecto de 
carácter privado, y lo que puede ser sancionable, y debe 
ser sancionado, en todo caso, es la llevanza de contabili- 
dades oficiales diversas. Debe quedar bien claro que el 
que el sujeto pasivo, además de llevar su contabilidad 
oficial correctamente, pretende llevar una serie de conta- 
bilidades individuales, a efectos de su uso personal o pa- 
ra esgrimirlas ante bancos, ante acreedores, instituciones 
de crédito, o cualquier otra finalidad distinta, no tiene 
por qué ser objeto de sanción, siempre que su contabili- 
dad oficial esté correcta. Por tanto, el mero hecho de 
llevar diversas contabilidades, mientras esta contabili- 
dad oficial, que es la obligatoria v que es la que tiene que 
inspeccionar la Administración, se ajuste a lo previsto 
por la Ley, no debe ser objeto de sanción. 

En cuanto a la enmienda 133, se refiere al apartado 3 
del antiguo artículo 10, y pretende una adición. Que se 
añada como norma de cierre para todas estas sanciones 
que se establecen respecto de los comportamientos que 
hemos señalado, el principio de que la sanción impuesta 
nunca podrá ser igual o superior a la que corresponda a 
la defraudación que con la infracción contable se preten- 
da favorecer. Se trata, como digo, de una norma de cie- 
rre, en virtud de la cual se pretende impedir que compor- 
tamientos sancionables, pero sancionables como meras 
infracciones de carácter formal, infracciones simples, 
puedar dar lugar a sanciones que sean más cuantiosas y 
más pesadas, desde el punto de vista económico, que las 
sanciones que por la defraudación o por la infracción 
grave, según la nueva terminología introducida por la 
ponencia, le corresponda al sujeto pasivo. 

Es una norma que tiene por objeto cerrar el cuadro de 
estas sanciones, limitar las posibilidades excesivamente 
discrecionales de la Administración en su imposición y ,  

tener también coherencia con la graduación de las san- 
ciones que nosotros hemos propuesto. 

Por su parte, la enmienda 134 al antiguo apartado pri- 
mero del artículo 1 1 ,  es decir, a las infracciones simples 
por incumplimiento de las obligaciones de los artículos 
1 1  1 y 112 de la Ley General Tributaria y Concretamente 
a la falta de presentación de declaraciones o relaciones o 
la no aportación de los datos requeridos individualmen- 
te, pretende simplemente una rebaja de esta sanción, 
puesto que en el provecto aparece con una cuantía, a 
nuestro juicio, excesiva. de 1 .O00 a 200.000 pesetas, v se 
pretende dejarla en una cuantía de 1.000 a 50.000 pcse- 

Valgan aquí las argumentaciones expuestas con ante- 
rioridad, debikndose hacer constar que se trata de la fal- 
ta de aportación de datos o de presentación de declara- 
ciones o relaciones, es decir, de falta de deberes de cola- 
boración por parte de quienes no son sujetos pasivos, 
pero que están obligados a colaborar con la Hacienda 
pública aportando datos o antecedentes que se deduzcan 
de sus relaciones económicas con los sujetos pasivos, se- 
gún lo dispuesto en la Lcv General Tributaria, y la falta 
de presentación de cualquiera de estos datos puede dar 
lugar a sanciones tan altas como 200.000 pesetas. 

En cuanto a la enmienda 135, trata de añadir un  prc- 
cepto al artículo I 1 ,  hoy seria al articulo 83, apartados 4 
y 5,  en virtud del cual, cuando se trate de deberes de 
colaboración con la Hacienda pública y de aportación dc 
datos, que no corresponden al sujeto pasivo sino a las 
relaciones que una persona obligada a colaborar tiene 
con este sujeto pasivo, se establezca tambikn una causa 
de cierre de este sistema de imposición de sanciones, al 
establecer que no  procederá La aplicación de tales sancio- 
nes cuando la nueva aportación de datos o la omisión de 
los requeridos sean debidos a causas no  imputables al 
obligado a presentar las dcclaracioncs o relaciones. 

Entendemos que es necesario introducir tambicn esta 
cautela, dada la gravedad de las sanciones que se impo- 
nen, con el fin de  graduarlas a la verdadera gravedad de 
los hechos. 

Finalmente, la enmienda 136, relativa al antiguo apar- 
tado segundo del artículo 1 1 ,  hov el apartado sexto del 
artículo 83, trata tambikn simplemente de reducir la 
cuantía de estas sanciones de 50.000 a 500.000 pesetas, 
en lugar de, como figura en el provecto, de 50.000 a 
1 .OOO.OOO de pesetas. Se referie a los casos de resistencia, 
excusa o negativa a la actuación de la Inspección de los 
tributos, negándose a facilitar una serie de lacturas, li- 
cheroc, libros, justificantes. asientos de contabilidad 
principal o auxiliar, etcétera. introduciendo sanciones 
que, sin volver a insistir en las argumentaciones anterio- 
res, nos parecen también excesivamente duras. Creemos 
que con estas sanciones que nosotros proponemos, más 
moderadas, se puede conseguir la misma finalidad sin 
hacer una norma incumplible o excesivamente desmesu- 
rada desde su mismo nacimiento. 

tas. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmicn- 
das 163, 164 y 165 a este artículo 83, enmiendas todas 
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ellas del Grupo Parlamentario Centrista, tiene la palabra 
el señor García Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presidente, voy a 
eliminar un poco la discusión en atención al nuevo siste- 
ma introducido. Toda nuestra mecánica de enmiendas, a 
las cuales S. S .  ha hecho referencia, venían dadas por la 
diferenciación entre infracciones de omisión v ocultación 
de defraudación. Al  haberse refundido de otra manera y 
hablar de infracciones simples v graves, ciertamente no- 
sotros estamos va bastante más de acuerdo con el 
proyecto de ley que estamos examinando v ,  por conse- 
cuencia, retiramos las enmiendas 163, 164 v 165. 

El señor PRESIDENTE: Para defensa de las enmiendas 
89 y 90, del Grupo de Minoría Catalana, tiene la palabra 
el señor xicoy. 

El señor XICOY BASSEGODA: Con toda brevedad, 
porque estas enmiendas tratan simplemente de reducir 
el margen de discrccionalidad que se concede en el 
proyecto e n  la graduación de estas penas. Creemos que 
n o  es deseable en materia de sanciones un amplio mar- 
gen de discrccionalidad. Nosotros lo estrechamos por ra- 
mnes de seguridad jurídica, v no es necesario ampliar 
con mayorcs argumentos por sus propios ti.rminos, va 
que las enmiendas se defienden por si mismas. 

El señor PRESIDENTE: Hay una enmienda del señor 
PCrcz Royo proponiendo un nuevo artículo 9.", que es la 
enmienda 38, que la discutiríamos dcsput!s de haber ana- 
lizado y votado incluso todo el artí'culo 83, por lo cual 
ahora por el Grupo Socialista ticnc su tutno el señor 
SrinchcJ. S á c ~  dcspui.s de las votaciones podra defender 
el señor Pc'rcz Royo su enmienda número 38. 

El señor SANCHEZ SAEZ: El señor Renedo, dcspu13 
de una enumeración tan prolija de enmiendas, que posi- 
blemente en la memoria de los señores Diputados estcin 
un tanto lejanas, nos hablaba de un tema vital en cuanto 
a quc las cuantias de las sanciones eran draconianas y de 
un abanico abusivo. 

Scnor Rcnedo, las sanciones por infracci8n simple fue- 
ron impuestas e n  1963 y la corrección de la inflación 
desde entonces hasta finales de 1985 nos llevaría a au- 
mentar las cuantías de 100 pesetas de entonces multipli- 
cadas por un coeficiente de 11,02, lo cual haría que la 
cuantía mínima de la infraccibn fuera de 1.102 pesetas, 
en lugar de las I .O00 que ponernos ahora. En cuanto a las 
150.000 que hoy ponernos en este provecto, recuerde S .  S .  
quc la cuantía fijada en 1963 era de 15.000 pesetas que, 
multiplicada por ese coeficiente de I I ,02, debería de ser 
de 165.445. algo más de las 150.000, cantidad incluida en 
el proyecto. N o  hav cuantias draconianas, es una actuali- 
zacibn de las cuantías fijadas en 1963, por debajo de lo 
que el índice de inflación, fijado por el índice de precios 
al consumo, nos ha traído desde 1963 hasta ahora. 

Nos dice el scnor Renedo que el abanico es abusivo. 
Sepa usted que el abanico, la disponibilidad de la Admi- 

nistración en la sanción que había anteriormente era, 
para los casos que hablamos hoy, de 25.000 a 1.000.000 
de  pesetas, que es un abanico 40 veces la cifra anterior. 
La Administración, en la regulaci6n hecha en 1969, fija- 
ba un abanico de 500, puesto que pasaba de una posibili- 
dad de  disposición de 500 pesetas a 250.000. El abanico 
era mucho mayor. Ese abanico en este proyecto lo redu- 
cimos. 

No hay cuantias draconianas, no hay abanicos abusi- 
vos, hay una necesaria atencibn al elemento de volunta- 
riedad y de graduación de la infracción necesariamente, 
señor Renedo. 

En cuanto al abanico, que también nos reclamaba us- 
ted, para la infracción simple, de esas 1 .O00 a 150.000, en 
ese apartado concreto es el mismo, absolutamente el 
mismo, que había en la regulación de 1963, puesto que 
entonces era de 100 a 15.000 pesetas, un abanico absolu- 
tamente idéntico. N o  hay, pues, señoría, un abanico más 
amplio, hav posibilidades de disposición, con relación a 
la cifra inferior, más estrechas y cuantías más bajas si 
atendemos a la evolución de la inflación. 

Nos habla usted, señoría, en la enmiend 128, del pro- 
blema que puede traer la aplicación de las inexactitudes 
que fueran sancionables de una manera tan oprobiosa y 
draconiana. Señoría, si hay errores de transcripción, que 
era lo que usted ha nombrado textualmente, los errores 
de  hecho en la Ley General Tributaria en el artículo 156 
que no modificamos, mantiene la posibilidad de enervar 
esa sanción. O sea, que no atiende ese concepto de ine- 
xactitud a errores de hecho, señoría. 

En cuanto a la enmienda 129 ó 130, perdone que no 
recuerde el número exactamente. nos dice usted que mo- 
difica la redacción del texto del apartado b). puesto que 
nos dice que n o  debía dificultar la utilización de cuentas 
con significado distinto del que les corresponda, como 
ponemos nosotros en el provecto, sino que debe de impe- 
dir, dice usted, señoría. Con esta adjetivación ustedes 
impedirían a su vez la graduación de la pena; o impide o 
no impide. Nosotros ponemos un calificativo, que, por 
otra parte, ha aceptado implícitamente en su discurso, 
pues ha habido un momento en que ha dicho uque difi- 
culte seriamente» v ésa es una calificación absolutamen- 
te homogénea a la que el texto refleja. Ese uque dificul- 
te» permite la graduación, el «que impide., evitaría to- 
talmente la graduacion de la pena. 

En cuanto a la enmienda 132, sobre contabilidades de 
uso personal, parece que vamos a sancionar a aquellos 
empresarios diligentes que lleven cuantas contabilidades 
de uso personal estimen necesario. Comprenderá que eso 
es una broma v ,  lógicamente, aquel empresario diligente 
que lleve las contabilidades que estime oportunas, no va 
a ser sancionado en absoluto. No vamos a sancionar la 
diligencia. La oprobiosidad de esta regulación, según el 
criterio del Grupo Popular no llega a tanto. 

Es más, señor Renedo, en su enmienda hay algo que 
usted no ha nombrado, pero que también deberían re- 
considerar, puesto que en esa enmienda 132 ustedes sus- 
tituyen el párrafo «no  permitan conoceru, que nosotros 
ponemos en nuestra regulación por uque oculten o simu- 
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len),. Usted insinúa que cambiemos esa frase. Señoría, si 
atendiéramos su sugerencia, estaríamos transforniando 
este texto en la transcripción literal del artículo 350 bis 
b), que hace dos días regulábamos en este Congreso. N o  
es voluntad del Grupo Socialista traer aquí regulaciones 
hechas en el Código Penal. Quitamos esa expresión 
«oculten o simulen» y dejamos simplemente, como mu- 
cho más atemperada, la expresión «no  permitan cono- 
cer»,  mucho más adecuada al carácter de infracción. 

En cuanto a la enmienda 133, nos invita a que la san- 
ción nunca sea superior a la infracción o a la defrauda- 
ción. Dicen ustedes que con la infracción se pretendía 
favorecer. Comprenderá que si atcndikramos su sugcrcn- 
cia, haríamos una solemne invitación a la infracción, se- 
ñoría. Cometa usted infracciones. al fin y al cabo nunca 
tendrá sanción superior a la infracción que usted prctcn- 
día cometer. Sería, en pura tecnica cjcmplificadora, que 
tiene que tener la actividad normativa, un  absoluto dis- 
late. 

En cuanto a la cnniicnda 135, ustedes hablan de que 
por causas no imputables al obligado n o  deben tener 
recriminación o sanción. En eso, scnoria, me tengo que 
remitir, lógicamente a la regulación de la autoria, que en 
la Lev General Tributaria está en los articulos 37, 38 y 
siguientes, con plena satisfacción para el Grupo Socialis- 
ta.  

En cuanto a la enmienda 89, que ha dekmdido el porta- 
voz de Minoría Catalana, Xicoy, se nos invita a reducir la 
discrccionalidad de la Administración para imponer es- 
tas sanciones. Scnoria, tenemos que replicarle que nccc- 
sitamos una relativa discrccionalidad, precisamente para 
estimar los elementos de voluntariedad que hay  en las 
infracciones fiscales. Si se nos redujera la posibilidad de 
discrccionalidad, se convertiria la norma en algo total- 
mente inelástico, contemplar esos elementos de volunta- 
riedad, que siempre es cuestión de grado. nos exige una 
graduación tambitin en la sanción de las infracciones. 

El señor PRESIDENTE: El señor Rcncdo tiene la pala- 
bra. 

El senor RENEDO OMAECHEVARRIA: Para contestar 
brevemente, reafirmándonos en nuestras posiciones y ar- 
gumentaciones iniciales v señalando quc, en conjunto, 
toda la regulación de las infracciones simples en  esta 
modificación de la Ley General Tributaria nos parece 
francamente desafortunada. 

Volvemos a insistir en que estas infracciones se casti- 
gan con sanciones desmesuradas y excesivas en cuanto al 
abanico interno, lo que da  lugar, efectivamente, a unas 
posibilidades de arbitrariedad v de presión sobre el con- 
tribuyente verdaderamente insólitas. Yo n o  quiero entrar 
en la contraargumentación de que esto significa una sim- 
ple actualización de  las sanciones establecidas por la Lev 
General Tributaria. Yo tampoco estov de  acuerdo con el 
sistema de las infracciones simples que figura actual- 
mente en la Ley General Tributaria, puesto que como 
tantas veces Ocurre y he explicado anteriormente, aquí 
seguimos un sistema de péndulo, de que cada nueva ley 

en esta materia va de la máxima dureza, al establecer al 
principio sanciones absolutamente desmesuradas. a la Ic- 
nidad final, por el hecho de que estas sanciones acaban 
siendo ridículas, como consecuencia del transcurso del 
tiempo. Más  lógico sería establecer en una nueva regula- 
ción un tipo de sanciones que sean efectivamente acordes 
con el momento histórico en que se vive v actualizar 
periódicamente esas sanciones para que n o  pierdan nun- 
ca el poder cjcmplificador y sancionador que deben tc- 
ner. Pero no cs un argumento serio el decir que esto sig- 
nifica una simple actualización de la Ley General Tribu- 
taria, puesto que yo tampoco hice la Ley General Tribu- 
taria, me limiti. a estudiarla, ! no estoy de acuerdo con el 
sistema quc en ella se establecía. 

Lo cierto es que el conjunto de la regulación de las 
infracciones simples en esta nueva ley es francamente 
peligroso, no solamente por este hecho que acabo de se- 
nalar, s ino por otras muchas razones. empezando por la 
deslegalización masiva de la que ya hablamos ayer, al 
permitir la tipilicacióri por \.¡a rcglanicn!aria de manera 
absolutamente libre para la Administración de todo tipo 
de conductas de infracciones simples. al establecer una 
sanciones verdaderamente desmesuradas para estas in- 
fracciones que. vuelvo a insistir, son infracciones sini- 
ples. Su misma denominación da idea de que se trata de 
infracciones de deberes formales, quc dcbcn ser castiga- 
das,  por supuesto, pero que nunca  pueden exceder, por 
ejemplo, de la cuota tributaria de esa persona o de la 
sanción que por la defraudación o por la inlraccibn gratv 
correspondería a esta persona, en  caso de que haya una 
correspondencia, como es lógico. 

Además, está el hecho de que estas infracciones, que 
son infracciones simples, se sancionan con penas que no 
son siempre de carácter pecuniario. como enseguida tcn- 
dremos ocasión de ver, sino incluso con perdida de bcnc- 
ficios fiscales, subvenciones, credito oficial o contratos 
para la falta de deberes de colaboración con la Hacienda 
Pública. En definitiva. puede darse el caso de que estas 
infracciones simples sean mucho más duras y mucho 
más pesadas para cl conlribuycntc que las infracciones 
de defraudación o las infracciones graves que les corrcs- 
pondan por comportamientos mucho más graves en sí 

mismos. que implican ya un directo perjuicio a la Ha- 
cienda Pública, al dejar de ingresar las correspondientes 
cuotas tributarias. 

La situación es que casi es preferible que a uno le im- 
pongan infracciones graves. Puesto que el sistema de in- 
fracciones simples establecido en la Ley General Tributa- 
ria es de tal dureza. de tal arbitrariedad, otorga tales 
posibilidades de presión a la Administración tributaria 
que vo creo que cualquier contribuvcntc va a preferir 
que le impongan una infracción grave quc una inlrricci<in 
simple, por las inmensas posibilidades que en esla mate- 
ria se otorgan a los órganos inspectores. 

El senor PRESIDENTE: El scnor Xicoy tiene la pala- 
bra. 

El señor XICOY BASSEGODA: Con la máxima brcit.- 
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dad, señor Presidente, señorías. Dadas las argumentacio- 
nes que ha dado el representante del Grupo mayoritario, 
veo que difícilmente podemos entendernos en cuanto a 
hacer prevalecer nuestras enmiendas. Hay aquí una dis- 
conformidad de fondo. Nuestro Grupo estima que en un 
Estado de derecho el grado de discrecionalidad que se 
concede al Ejecutivo debe ser lo más pequeño posible y 
el Grupo mavoritario estima lo contrario. Como no le voy 
a convencer, estoy seguro, dejo constancia de esta dis- 
conformidad de fondo. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sánchez Sáez tiene la 
palabra. 

El señor SANCHEZ SAEZ: Señor Presidente, simple- 
mente para indicar al portavol de Minoría Catalana que, 
efectivamente. en esta regulación hay  una profunda dis- 
conformidad de fondo con las posiciones que mantiene 
su Grupo. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Ahora el señor Pérez Rovo po- 
dría defender su enmienda número 38, que proponía un 
nuevo artículo 9:. en el primitivo provecto v que su ubi- 
cación, en realidad, sería en el artículo 61 de la Ley Ge- 
neral, en cuanto hace referencia a los aplazamientos, 
prórrogas, ctcktera, y al recargo sobre los mismos. En 
consecuencia, para poderla mantener, quizá sería el mo- 
mento dc defenderla, s in  perjuicio de que luego los servi- 
cios tkcnicos de la Cámara la imputen al artículo 61 de la 
Lcv General. 

El señor PEREZ ROYO: La enmienda número 38, lo 
que pretendía era. en cielinitiva, una reformulación del 
primitivo articulo 86 de la i ev  General Tributaria o un 
añadido al artículo 80 primitivo de la Lev General Tribu- 
taria. Era un artic-do, a mi modo de ver, necesario, co- 
rrecto v quc decía: «NO tendrán la consideración de san- 
cioncs y serán compatibles con ellas los recargos aplica- 
bles por prórroga, aplazamieiito y apremio>), v vo lo que 
pretendía a continuación es solucionar un problema que 
n o  se planteó en la Lev General Tributaria, porque en 
aquella época prácticamente era desconocido el procedi- 
miento de  autoliquidación, pero que ha surgido poste- 
riormente. y es el problema de  que en los procedimientos 
de los cuales el pago se hace sin un acto previo de  liqui- 
dacibn por parte de la Administración puede producirse, 
se produce con gran facilidad, el fenómeno al cual alu- 
díamos aver, v es que sujetos que retrasan e tpago  más o 
menos indefinidamente, pagan con consecuencia de este 
incumplimiento la módica cantidad, con carácter fijo, 
del 5 por ciento en concepto de recargo de prorroga. 

Entonces, lo que pretendíamos nosoiros era precisa- 
mente regular el recargo de prórroga teniendo en cuenta 
el fenómeno de autoliquidación v la posibilidad de estas 
prácticas, a mi juicio gravemente perjudiciales para los 
intereses de la Hacienda pública. Y, sin configurar el 
recargo de prórroga como sanción, sin configurar, como 
hace el proyecto, el simple retraso en el pago como in- 
fracción, sin embargo solucionar este problema de que a 

contribuyentes con un apreciable grado de  frescura les 
salga barato este tipo de infracción. 

La argumentación es la que desarrollé ayer y no voy a 
repetirla hoy. En cuanto al encaje sistemático de este 
precepto, posiblemente tenga razón el señor Presidente 
de que su encaje adecuado sería el artículo 61 actual, tal 
como queda con la redacción de este proyecto. Tras ha- 
blar de las consecuencias del incumplimiento y especifi- 
car que este incumplimiento tendrá, en todo caso, como 
consecuencia, el interés de  demora, configurar adicional- 
mente al interés de demora el recargo de prórroga en la 
forma que viene en la enmienda 38 y que explique ayer. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista el se- 
ñor Sánchez Sáez tiene la palabra. 

El señor SANCHEZ SAEZ: Para agradecer la aporta- 
ción del señor Pérez Royo, indicándole que en el trámite 
oportuno vamos a estudiar su proposición. Sin embargo, 
tendría también que recordar que en el artículo 58.3 de 
la Ley General Tributaria se habla de que el recargo de 
prórroga se fijara, reglamentariamente, por lo cual mu- 
chas de las sugerencias que S.  S. nos aporta incluso en 
un trámite reglamentario puden ser llevadas a cabo. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación de to- 
das las enmiendas al artículo 83, tambikn a la votación 
de la anmienda del señor Pérez Royo defendida en este 
momento. ¿Se pueden votar conjuntamente todas las en- 
miendas de cada Grupo Parlamentario? (Asentirniento.) 
Entonces votamos las enmiendas números 125, 126, 127, 
128, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 135, y 136, todas ellas a 
los distintos apartados del artículo 83 de la Lev General 
Tributaria según el informe de la Ponencia. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos a 
fuvor, dos; eti contra, 14; abstenciones. dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Enmiendas números 89 v 90 de Minoría Catalana. 

Efectitada la votaciórt, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, tres; en contra, 14; abstenciones, 1tt1a. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Enmiendas número 3 y 4 ,  del señor Bandrés, que fue- 

ron defendidas aver. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, uno; en contra. 14;  abstenciones. cuatro. 

El senor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Por último, enmienda número 38, del señor Pérez 

Royo. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
a favor, cuatro; en contra, 14; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
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Votamos el artículo 83, de acuerdo con el informe de la 
Ponencia. 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 14; en contra, tres: abstenciones, una. 

El seíior PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 
83. 

Pasamos al articulo 84 de la Ley General Tributaria, 
que recoge el artículo 11.5 del proyecto de ley enviado 
por el Gobierno. 

A este artículo quedan pendientes las enmiendas nú- 
meros 23, del Grupo Vasco; la 139. del Grupo Parlamen- 
tario Popular; la 94, del Grupo de Minoría Catalana: la 
167, del Grupo Parlamentario Centrista, que además tie- 
ne dos enmiendas, la 168 y 169, que proponen dos artícu- 
los nuevos que también podrían ser defendidas en este 
mismo momento. 

Para la defensa de las enmiendas 167, 168 v 169, del 
Grupo Centrista, tiene la palabra el senor García Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: Pora cenir la discusión en 
torno a la redacción actual del artículo 84, vamos a de- 
fender simplemente la enmienda 167 muy brevemente, 
renunciando a la 168 v 169 que retiramos, porque tenían 
mucho mayor interés v mucho más sentido en la redac- 
ción primitiva cuando eran las infracciones de distinta 
consideración. 

La enmienda 167, en cambio, si que hace referencia 
precisa al texto del articulo 84 tal como ha quedado en la 
Ponencia, y se explica por su propia justificación. 

Como recuerdan SS. SS. ,  el articulo 84 establece que la 
imposición de las sanciones en los casos más graves, di- 
ríamos más perjudiciales para la Hacienda pública de las 
infracciones simples. los números 4 ,  5 y 6 del precepto 
anterior, la imposición de las sanciones de aquellas mul- 
tas, excesivas o no, que antes habíamos debatido, supon- 
drá .la pérdida automática, dice el texto, por un período 
de dos anos del derecho a gozar de beneficios fiscales, 
incluso de la posibilidad de obtener subvenciones y de 
contratar con el Estado y otros entes públicos. 

A nosotros nos parece que esta consecuencia automáti- 
ca de que aquellas infracciones que ya llevan aparejadas 
las multas de cierto interés, como podían ser hasta un 
mill6n de pesetas, tengan en todo caso, inexorablemente, 
estas otras sanciones accesorias de pérdida de beneficios 
fiscales, de imposibilidad de contratar con el Estado y 
otros entes públicos, es ciertamente excesivo. 

¿No seria mejor, tal como nosotros proponemos, dejar 
al órgano que va a imponer la sanción el que pueda im- 
poner este tipo de sanciones accesorias? Recuerden 
SS. SS. que en ei número 4 del precepto anterior se san- 
ciona efectivamente con multas de un millón de pesetas, 
creo recordar, la falta de presentación de declaracionesp 
de relaciones. De modo que aun sin discutir que eso sea 
una verdadera infracción tributaria, el que en una' em- 
presa, por ejemplo, de construcción de obras públicas, 
que está sometida cada tres meses a un verdadero agobio 
v diluvio de declaraciones que hay que presentar y que 

de ordinario presenta y que es natural que presente, el 
simple retraso sea sancionado ya en condiciones econó- 
micas realmente gravosas y que, además, inexorable- 
mente, aunque la administración tributaria correspon- 
diente quisiera no ser tan gravosa, se vea obligada a im- 
poner también la sanción accesoria de imposibilidad de 
contratar con el Estado y entes públicos durante el plazo 
de dos anos, simplemente, señorías, por el retraso de un 
solo día en la falta de presentación de algunas declara- 
ciones, me parece excesivo. 

Nosotros que estamos por la tipificación de las sancio- 
nes y por la sanción aplicable en grado, incluso máximo, 
si fuera necesario, nos parece -y tenemos alguna expe- 
riencia en la materia- que muchas veces obligar al ór- 
gano sancionador a ser excesivamente duro resta autori- 
dad moral para corregir la desviación tributaria produci- 
da por algún contribuyente. 

Entonces, pues, nuestra enmienda 167 no perjudica en 
absoluto las posibilidades de quc está invcstida la Ha- 
cienda pública para que en aquellos casos que realmente 
entienda que la infraccicjn es dolosa de verdad, intolera- 
ble, no sólo aplique el máximo rigor de la ley en cuanto a 
la sanción económica, sino que incluso clcctivamentc 
prive dc disfrutar de beneficios fiscales o de contratar 
con la Administración a la empresa de que se trate du- 
rante el período de dos anos. 

Ciertamente, es especialmente oneroso en  nuestra opi- 
nión el que, inexorable, fatalmente, la imposición de la 
multa económica lleve aparejada, en todo caso de inlrac- 
ción tributaria simple -los numeros 4 ,  5 v 6 que hemos 
aprobado hace un momento-, la pérdida automática de 
beneficios tributarios, de beneficios fiscales, de subven- 
ciones o, incluso, de esa garantía elemental del ciudada- 
no del derecho que tiene a contratar con la Administra- 
ción, sin incurrir en casos dc prohibición como el que 
estamos examinando. 

En la enmienda 167, v en alguna otra que veremos 
después y quc defenderemos con la máxima brevedad, 
creemos que.no se perjudica en absoluto a la Hacienda 
pública cambiando el verbo *supondrán la perdida auto- 
mática ..., por .podrá suponeru la pérdida de los benefi- 
cios. La Hacienda queda con los mismos poderes y ,  sin 
embargo, existe una cierta discrecionalidad para que la 
justicia que supone la adecuación de la sanción a la in- 
fracción cometida pueda, en todo caso, verse más forma- 
da y más cumplida, y no arrastrada por la inexorabilidad 
que en un momento, diríamos, un poco apasionado, pu- 
dieramos nosotros haber decretado como legisladores. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
da número 94, de Minoría Catalana, tiene la palabra el 
senor Xicoy. 

El señor XICOY BASSECODA: Estamos aquí en este 
artículo ante unas penas accesorias de gran trascenden- 
cia, sin duda porque son unas sanciones accesorias que 
imponen una pérdida de determinados ben'eficios fiscales 
por el plazo de dos años y que, en determinados supues- 
tos, como es la imposibilidad de contratar durante este 
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mismo tiempo para ciertas empresas, equivale a la para- 
lización de sus actividades durante dos años y tiene gran 
trascendencia económica. 

Por consiguiente, nosotros estimamos que esta sanción, 
a la que no ponemos reparos de que se pueda imponer 
-y en esto hacemos nuestras todas las argumentaciones 
del representante del Grupo Centrista que acaba de ha- 
cer uso de la palabra-, la reservaríamos para los su- 
puestos de la máxima gravedad, o sea, cuando concurrie- 
sen las circunstancias de reincidencia y falta de regulari- 
zación de la situación fiscal irregular. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
da 139, del Grupo Parlamentario Popular, tiene la pala- 
bra el señor Rencdo. 

El senor RENEDO OMAECHEVARRIA: No puedo sino 
abundar cn las argumentaciones que se han expuesto 
aquí por quienes me han precedido en el uso de la pala- 
bra, subravando además la posición de fondo que el Gru- 
po Popular tiene en relación con este tipo de sanciones. 
Ya dijimos avcr que las sanciones de esa naturaleza son 
extraordinariamente peligrosas, por cuanto que en mu- 
chas ocasiones pueden producir perjuicios a terceras per- 
sonas que no han tenido parte alguna en la comisión de 
las infracciones v que, además, pueden significar un 
perjuicio no sblo para esos terceros, sino, incluso, para el 
propio Estado, en el caso, por ejemplo, de los contratos, 
al privarse de la concurrencia de ofertas, que siempre 
Iacilita v mejora naturalmente la contratación. Por eso, 
va propugnábamos cn su momento que estas sanciones 
se limitasen exclusivamente a aquellos casos en que los 
beneficios o el crEdi to oficial favoreciesen personalmente 
al infractor. pero evitando siempre que pudiera perjudi- 
carse a terceras personas. En este caso, no queremos sino 
abundar todavía más, por el hecho de que se establezcan 
para infracciones de carácter simple, casi todas ellas, in- 
cluso ante deberes de colaboración; infracciones de ca- 
rácter simple que, al estar además establecidas con ca- 
rácter automático, con carácter inexorable, como se ha 
dicho aqui anteriormente, ,hace que constituye un verda- 
dero disparate dcsdc nuestro punto de vista el imponer- 
las de esta forma. Debcria, como mínimo, establecerse la 
prevención de que n o  sean de carácter automático y de 
que se impongan tan sólo cuando no puedan perjudicar a 
terceras personas o priven al Estado también de benefi- 
cios dcrivados del régimen de estas avudas o de estos 
beneficios que. en definitiva, están establecidos con ca- 
rácter objetivo. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Sán- 
chez Sácz. 

El señor SANCHEZ SAEZ: En relación con las enmien- 
das a este articulo 84, vamos a intentar esclarecer que si 
estamos frente a casos de determinadas empresas, obli- 
gadas a prestar declaraciones, datos, informes, en reali- 
dad se está tipificando sobre la práctica de determinados 
sujetos, no se trata de una generalización de sujetos. No 

es un sujeto cualquiera el que va a recibir esta sanción, 
puesto que se alude a los artículos 1 1  1 y 112 de este 
proyecto, y en los mismos vemos que son sujetos muy 
cualificados, tales como, por ejemplo, funcionarios o em- 
presas financieras obligadas a prestar un deber de cola- 
boración. Estamos ante un tipo que sanciona a aquellos 
sujetos a los que se les exige un deber de colaboración 
con la Administración pública. Ante la quiebra de esa 
obligación de colaboración es ante la cual se aplica esta 
remuneración sancionadora. No obstante, tengo que in- 
dicar que, por ejemplo, el incumplimiento de la norma 
estará atemperado por las disposiciones reglamentarias 
que el propio artículo 1 1  1.2 establece en cuanto a la for- 
ma en que debe llevarse a cabo el cumplimiento de las 
obligaciones. O sea, la obligación vulnerada se regulará 
reglamentariamente en plazo y forma. 

Existe, pues, un deber específico y muy singular en los 
sujetos que pueden ser objeto de sanción en este caso, 
puesto que se les requiere para colaborar con la acción 
de la Hacienda pública, y se les aplica una sanción que, 
por lo demás, también en el Código Penal, en el artículo 
350, se impone automáticamente: la pérdida de beneficio 
fiscal para nuevos casos. 

Para no reincidir en argumentaciones hace muy pocos 
días sacadas a relucir en esta Cámara y para poner el 
acento en la necesaria labor ejemplificadora que el siste- 
ma punitivo debe tener, señor Presidente, es por lo que 
mi Grupo mantiene la redacción actual del artículo 84. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Gar- 
cía Agudin. 

El senor GARCIA AGUDIN: Señor Presidente, muv bre- 
vemente, para indicar que así como el precepto anterior, 
muy acertadamente, establece lo que se ha llamado un 
abanico de posibilidades, de modo que el órgano compe- 
tente impondrá una multa de 10.000 pesetas, en el caso 
en que sea realmente leve la infracción simple, v podrá 
llegar a 100.000 pesetas o a lo que fuere cuando, aun 
siendo infracción simple, se dé un grado especial de ani- 
madversión contra la Hacienda pública o de incumpli- 
miento de las obligaciones fiscales, de la misma manera 
también nosotros estamos abriendo únicamente la posi- 
bilidad de que no haya que establecer inexorablemente, 
fatalmente este tipo de sanciones, porque eso supone un 
especial v excesivo rigor. 

Notemos que estamos hablando de aquellas infraccio- 
nes simples que consisten, a lo mejor, en algunos casos. 
en la pura falta de presentación de declaraciones, de mo- 
do que eso no es ,  en la conducta social, repugnante en 
grado sumo. N o  es que nosotros estemos, en absoluto, 
por el incumplimiento de las obligaciones fiscales, pero 
noten ustedes que dentro de poco se impondrá el im- 
puesto sobre el Valor Añadido, que supone a los modes- 
tos contribuyentes la necesidad de llevar una contabili- 
dad que en los primeros años, senorías. seamos conoce- 
dores de nuespa realidad, hace imposible que se lleve 
por muchos contribuyentes. De modo que aquel pequeño 
contratista que contrata con el IRYDA en mi región, que 
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tiene una empresa de cuatro funcionarios, que va defcn- 
diéndosc como puede, ahora se encuentra con que cuan- 
do  se imponga el Impuesto sobre el Valor Añadido y el 
primcr trimestre deje de presentar la declaración corres- 
pondiente, porque no entiende bien cómo se lleva esa 
contabilidad v tiene que ir a un asesor fiscal, inmediata- 
mente se encuentra con que no sólo comete una infrac- 
ción. Habrá que corregir v habrá que ejemplarizar, pero 
no habrá que establecer una sanción excesiva, porque en 
cuanto el órgano competente tenga que decretar la impo- 
sibilidad de contratar, o sea el arruinar a una empresa, 
van ustedes a acrecentar las dificultades de las empresas 
modestas espanolas. Creo que es perfectamente legitimo 
que el legislador diga que en algún caso. en  que se vea 
especial gravedad. aun tratándose de infracciones sim- 
ples, se pueda aplicar todo el peso de la ley; se puede, 
pero no es necesario imponer el peso de la ley. porque y o  
les indico modestamente que hemos tenido ocasión. co- 
mo servidores del Estado, de tener que aplicar leyes ex- 
cesivamente onerosas, y eso repugna moralmente a la 
conciencia de los funcionarios ataca a la conciencia 
social. 
De modo que, n o  confundamos la cjemplaridad con la 

crueldad, con la excesiva onerosidad de las saficioncs lis- 
cales, que eso no lleva a ninguna parte. Por ello, pues, 
creemos que no sc rcsicntc el aparato rcprcsor del Esta- 
do, estableciendo la posibilidad, en lugar de la ncccsi- 
dad ,  de que este tipo de sanciones accesorias se contem- 
plen en el texto legal. 

El ponente del Grupo Socialista. error que no tiene 
ninguna importancia. hace referencia a que estamos ha- 
blando de las autoridades, pero de eso hablaremos más 
tarde; aqui son infractores, puros contribuyentes, mudes- 
tas empresas, en muchos de los casos, que se \crian im- 
posibilitadas de continuar viviendo simplemente por una 
infracción tributaria simple, valga la redundancia, y ,  na- 
turalmente, parece excesivo que les impidamos que sigan 
viviendo y contribuyendo en el cnriquecimicrito del país. 

El scnor PRESIDENTE: Tiene la palabra el scnor Sán- 
chez Sáez. 

El senor SANCHEZ SAEZ: Señor Garcia Agudin, en 
realidad en e l  artículo 84 no se está regulando la sanción 
para simples infractores: se hace una remisión a los 
apartados 4, 5 y 6 ,  del articulo anterior, y ellos se rcfie- 
rcn a sujetos muy cualificados, se rcficrcri a los articulos 
i i i y 112, donde se cxplicita obligaciones de colabora- 
ción. N o  es cualquier declaración no  presentada por 
cualquier contribuyente; son sujetos muy cualificados. 
N o  obstante, la ponderación que S. S .  tiene habitualmcn- 
te para defender sus enmiendas, nos invita a reflexionar 
sobre el contenido de su proposición en trámites futuros. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación de las 
enmiendas a este articulo 84. En primcr lugar, enmienda 
número 94, de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación. dio el siguiente residtudo: Votos u 
favor. cuatro; en contra, 13. 

El senor PRESIDENTE: Se desestima. 
Enmienda 139, del Grupo Parlamentario Popular. 

Efectiiuda lu iwtucióii, dio el sigiiieiite resiiltudo: Votos u 
favor, cuatro; en contru. 13. 

El senor PRESIDENTE: Se desestima. 
Por último, enmienda 167, del Grupo Parlamentario 

Centrista. 

El scnor PRESIDENTE: Se desestima, igualmcntc. 
Votamos el contenido dcl articulo 84, según cl Inlorrnc 

de la Ponencia. 

EI&íliudu /u iwtucióil, dio el sigiiieiite rrsliltudo: Votos (1 

favor, 13; eii coiitru, ciiutro. 

El scnor PRESIDENTE: Se  aprueba el  articulo 84. 
Entramos en el artículo 85 de la Ley General Tributa- 

ria, cuyo origen está en el artículo 11.3 del proyecto de 
ley enviado por el  Gobierno y sólo existe una enmienda, 
la 137, del Grupo Parlamentario Popular, que es de su- 
presión. 

Para su defensa ticnc la palabra e l  senor Rcncdo. 

El scnor RENEDO OMAECHEVARRIA: Pedimos la su- 
presión de este apartado por entender que la norma con- 
tenida en 61 puede violar el ordenamiento conslitucional. 
Puesto que al tratarse de infracciones impuestas por in- 
cumplimiento de deberes de colaboración con la Hacicn- 
da  pública -y no queremos aqui redundar en argumcn- 
tacioncs anteriormente expuestas- creemos que la pa- 
noplia de sanciones de que dispone la Administración es 
suficiente para no incluir otras que pueden lesionar dcre- 
chos fundamentales, e n  este caso de entidades en el ejcr- 

cicio de su actividad bancaria, concretamente, que es al 
supuesto al que se rclicrcn. 

El senor PRESIDENTE: El senor Sánchc/. Sic/. t iene la 
palabra. 

El senor SANCHEZ SAEZ: El Grupo Socialista no puc- 
de aceptar la enmienda de supresión del Grupo Popular, 
tomando cn cuenta las razones que se han dado y las que 
se han transcrito en la enmienda. puesto que incluso -y 
en esta ocasión el  oponente n o  lo ha reproducido, pero 
está escrito aqui- se alude a normas que violan rcsucl- 
tamentc el  ordenamiento constitucional. Señoría, \wy a 
ser muy breve. Posiblemente, la razón, el argumento que 
poseemos para mantener la actual redacción tal cual es 
que no hacemos. sino reproducir el apartado 8 de la Or- 
den de 14 de enero de  1978; reproducir textualmente el 
tipo dc sanción que se adivinaba en ese apartado 8 de 
una Orden de 1978. para la cual no ha habido. e n  ningún 
momento, ninguna imputacibn de inconstitucionalidad. 
Además, abundando en las razones. entendemos que es 
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útil y que conviene que sea reproducida y que tome ran- 
go legal, puesto que va a coadvuvar muy sustancialmen- 
te a apoyar la relorma socialista en relación con el secre- 
to bancario. 

porque en realidad no hace- 
mos, sino repetir una regulación va antigua en nuestro 
ordenamiento de 1978 es por lo que estimamos, señor 
Presidente, no aceptable la enmienda del Grupo Popular. 

Por todas estas razones 

El señor PRESIDENTE: Votamos entonces la enmien- 
da 137, del Grupo Parlamentario Popular. 

Efkti iudu /u votucióri, dio e/ sipiet i te  resiiltudo: Votos a 
f u i r ~ r ,  dos; eri coiitru, 12; uhsteiicioiies, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Votamos el texto del articulo 85. de acuerdo con el 

informe de la Ponencia. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 
85. 

Entramos en el estudio del artículo 86 de la Ley Genc- 
ral Tributaria, cuyo origen se encuentra e11 el artículo 
i I .4 del proyecto de ley remitido por el Gobierno. 

Las cnrnicndab pendientes a este artículo son las nú- 
meros 72 y la 138, del Grupo Parlamentario Popular; la 
91, 92 y 03,  de Minoría Catalana, y la 166, del Grupo 
Parlamentario Centrista. 

Para la defensa de la enmienda 166, del Grupo Ccntris- 
ta,  tiene la palabra el  señor Garcia Agudin. 

El señor GARCIA AGUDIN: Corno se cornprcndc fácil- 
mente, la enmienda 166 es de contenido muv parecido, 
casi identico, al que hemos defendido anteriormente. en 
cuanto propugnamos básicamente la sustitución del vo- 
cablo o verbo (<I levará~~ por ((podrá llevar)). De modo que 
bc trata de una simple potestad o posibilidad que se le da  
al Gobierno, en lugar de llevar inexorablemente implici- 
ta csta sanción. 

Por otra parte, nos parece que tampoco es necesario 
cstablcccr ese cscalonamicnto positivo de que llevará 
aparejada la suspensión hasta un mes, seis o un ano, v 
nos parece que una rúbrica general "podrá llevar apa- 
rejada la suspcnsón hasta u n  ano», teniendo e n  cuenta la 
gravedad de la infracción. es suficiente. 

Mc permito terminar recordando a SS. SS. que csta- 
mos pensando en un supuesto en que los infractores fuc- 
scn autoridades, funcionarios o personas que ejerzan pro- 
fesiones oficiales, v aunque es posible que los ponentes 
del Grupo Socialista hayan pensado en determinadas 
profesiones oficiales. yo creo que en este momento habría 
que concebir la posibilidad, frecuente, de que fueran las 
empresas públicas, por desgracia. por dificultades finan- 
cieras, no por otro tema, las que se encontrasen incursas 
en las infracciones simples de no haber podido presentar 
las declaraciones o no haber podido efectuar los ingresos 

en tiempo reglamentario. Podríamos dar  lugar a que pre- 
sidentes de  empresas públicas, que podrían ser los direc- 
tamente responsables de una infracción simple, que no es 
tan grave y que en algún caso puede estar justificada por 
dificultades de tesorería, pudiesen ser necesariamente, 
inexorablemente condenados a la suspensión de sus fun- 
ciones por el plazo de un mes, seis meses o un ano. 

Entonces, el que la autoridad competente pueda hacer 
uso de esta facultad excepcional si se considera conve- 
niente, pero que también pueda comprender las dificul- 
tades existentes en algunas empresas, incluso de carácter 
público, aconsejaría cambiar el vocablo ((llevará apareja- 
da r  por .podrá llevar aparejada. esta suspensión. 

El senor PRESIDENTE: Señor Xicoy, tienc la palabra 
para defender las enmiendas de Minoría Catalana. 

El señor XICOY BASSEGODA: Hay una enmienda, que 
es la 91, que es de  supresión, y las otras dos son alternati- 
vas para el supuesto, yo  creo más que probable, de que la 
de supresión no prospere. 

iPor qué proponemos la supresión? Por razones pura- 
mente tecnicas v de sistemática. Aquí se trata de sancio- 
nar a unos funcionarios públicos que incurren en deter- 
minadas infracciones en materia fiscal. Nosotros estima- 
mos que estas supuestas conductas de estos funcionarios 
públicos va tienen su sanción adecuada tanto en el Códi- 
go Penal como en las normas reguladoras de los derechos 
v deberes de los funcionarios con carácter general, y no 
creemos que sea en esta disposición que estamos regu- 
lando donde deban ir estas sanciones. 

La enmienda 92 es alternativa a la anterior v en reali- 
dad es un redactado que equivale al de la supresión, 
porque decirnos que nos remitimos al artículo 6.", c), v en 
realidad lo que decía dicho artículo en su versión primi- 
tiva va lo enmendamos en el sentido de remitirnos a las 
normas generales que regulan la conducta del funciona- 
rio, donde las conductas irregulares tienen ya su sanción 
precstablecida y prevista. 

En cuanto a la enmienda número 93 es alternativa y KS 

exactamente igual que la que acaba de defender el repre- 
sentante del Grupo Centrista en el sentido de que sea 
evitado este carácter automático de la sanción con el de 
una potestad, una facultad de que podrá llevar aparejada 
esta sanción de tipo punitivo, pero sea de una forma 
automática y tajante. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 
das 72 v 138, del Grupo Parlamentario Popular, tiene la 
palabra el  senor. Rencdo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Ambas en- 
miendas tienen en realidad un contenido prácticamente 
idéntico, v la fundamentación se basa en la oposición de 
fondo que el Grupo Popular mantiene respecto de este 
tipo de sanciones. Como ya se puso de relieve ayer cuan- 
do  discutimos las sanciones tributarias, no nos parece 
adecuado que pueda, por vía de sanción tributaria, pri- 
varse a una persona de ejercicio de una profesión oficial, 
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máxime cuando resulta que este concepto de profesión 
oficial es excesivamente amplio y ambiguo. La vía ade- 
cuada, como se ha señalado en intervenciones anteriores, 
es, evidentemente, la de un expediente disciplinario si 
afecta a hechos cometidos en el ejercicio de su función, 
con arreglo a la Ley de la Función Pública, o bien, en el 
caso de que existan conductas de carácter delictivo o 
penal, a través del correspondiente procedimiento penal, 
en el cual se podrá imponer una pena, puesto que la 
privación de estos derechos, que no me atrevería a califi- 
car de fundamentales, pero sí al menos de básicos, debe 
ser materia de carácter penal y está reservada exclusiva- 
mente a la ley v a la autoridad correspondiente. 

Tengamos en cuenta, además. que estamos hablando 
aquí de simples infracciones, v volvemos a repetir la ar- 
gumentación tantas veces expuesta por parte de este 
Grupo, en el sentido de que consideramos la imposición 
de estas sanciones draconianas como profundamente 
injustas, por cuanto que los funcionarios públicos no es- 
tán más obligados que los demás ciudadanos a cumplir 
sus deberes fiscales, sino igual, y cuando incurnplcn sus 
deberes fiscales, cuando han dejado de pagar un impucs- 
to, se les deben imponer las mismas sanciones que al 
resto de los ciudadanos, puesto que, en caso contrario, se 
introduce respecto de ellos una discriminación que va en 
contra del principio de igualdad antc la ley. 

Distinto es el supuesto de que estos incumplimientos 
fiscales estkn relacionados ya con el ejercicio de su lun- 
ción, en cuyo caso nos remitimos a las dos vías antes 
señaladas: el expediente disciplinario para castigar en 
vía administrativa las faltas que hayan podido cometer, 
y que pueden dar lugar en determinados supuestos a la 
imposición de sanciones de separación o de suspensión 
del ejercicio o cargo público o a la vía penal en cl caso de 
que sean constitutivas de delito. De ninguna manera es 
admisible un tipo de sanciones de esta naturaleza para 
simples infracciones, y encima en una le\ sancionadora 
de carácter fiscal. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sánchcz Sácz tiene la 
palabra. 

El señor SANCHEZ SAEZ: Señor Presidente, para indi- 
car a S S .  SS. que el Grupo Socialista n o  puede aceptar 
las enmiendas presentadas por el resto de Grupos Parla- 
mentarios. 

Entendemos que en los artículos 86 v 84 estamos ha- 
blando de unos sujetos infractores específicos, muv sin- 
gulares, sobre los que recae la obligación de colaboración 
con la Administración pública junto con la obligación de 
suministar datos, puesto que esta artículo, como el 84, 
nos remite a los artículos 1 1  1 y 112. Son sujetos muy 
específicos los posibles infractores (retenedores, institu- 
ciones financieras, profesiones oficiales), y ese deber de 
colaboración entendemos que debe de incentivarse, en la 
medida de lo posible, con una reprobación pública del 
tenor que contine la sanción que regulamos en el artículo 
86. 

Nada más. Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Rc- 
nedo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Para replicar 
brevemente, señalando que en la redacción del artículo 
86, tal y como aparece ahora despuEs del trámite de Po- 
nencia, que es igual a como estaba antes, no se habla 
para nada de autoridades o funcionarios que incumplcn 
deberes propios de su cargo v que no  presten el corres- 
pondiente deber de colaboración a la Hacienda pública, 
sino simplemente. se habla de que «si los sujetos infrac- 
tores fuesen autoridades, funcionarios o personas que 
ejerzan profesiones oficiales...)); es decir, infractores en 
terminos generales, no va infractores del deber de cola- 
boración específico con la Hacienda pública, sino un fun- 
cionario que no  paga el impuesto sobre la renta, o que 
incumple cualquier otro deber fiscal. Pues bien, a este 
funcionario, además de las sanciones normales que pue- 
den imponkrsclcs a cualquier otro, se Ic establece la posi- 
bilidad de una sanción específica que alecta a un  derecho 
básico, como es el ejercicio de su actividad profesional. 
Es absolutamente inadecuado y nosotros mantenemos 
una oposición frontal a un articulo que considerarnos 
discriminatorio e inconstitucional, puesto que incluso en 
el supuesto de que se refiriese exclusivamente al incum- 
plimiento de sus deberes de colaboracion con la Hacicn- 
da pública, en cuyo caso podía estar algo más .justificado, 
tambien existiría la vía de considerarlo una lalta admi- 
nistrativa sancionable mediante el correspondiente cxpc- 
diente disciplinario, pero no por una vía distinta en el 
ámbito exclusivamente fiscal. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sánchcz Sáez tiene la 
palabra. 

El scnor SANCHEZ SAEZ: Señor Rcncdo, \o Ic invito a 
continuar la lectura del artículo que estarnos discuticn- 
do, puesto que en i.1 se añade: .La multa que proceda 
conforme a.los apartados cuatro. cinco y seis del artículo 
83., y esos apartados cuatro, cinco y seis del artículo 83 
hablan de los deberes de colaboración, dado que los 
apartados cuatro y cinco tios rc-iiiitcn a los artículos I I I 
v 112 de esta Ley, scnorix 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación de las 
enmiendas a este artículo 86. ;Se puede votar agrupadas 
las enmiendas de los distintos Grupos Parlamentarios? 
(Asenf ¡m¡e!ifu.) 

Votamos las enmiendas 91, 92 y 93,  del Grupo de Mi- 
noría Catalana. 

Efectrtudu lu iu~~ucio i i ,  dio el sigirieiite resitliudo: Votos u 

favor. cuatro: en corilru, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Enmiendas números 72 y 138, del Grupo Parlamenta- 

rio Popular. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, cuatro; en contra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Enmienda 166, del Grupo Parlamentario Centrista. 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, cuatro; en contra, 14. 

El senor PRESIDENTE: Queda desestimada igualmen- 

Votamos el artículo 86 de acuerdo con el informe de la 
te. 

Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 14; en contra, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artlculo 
86. 

Entramos en el artículo 87 de la Ley General Tributa- 
ria, cuvo origen está en el artículo 12 del proyecto de ley 
remitido por el Gobierno. 

Hay, en primer lugar, dos enmiendas, la número 39, 
del señor P h z  Rovo, y la 170, del Grupo Centrista, que 
proponían un nuevo texto para aquel artículo 12. Luego 
cxistcn, además, enmiendas parciales a los distintos epí- 
grafes o apartados en este artículo 12. 

Tambikn existe una enmienda, la número 95, de Mino- 
ría Catalana, que propone un texto alternativo total a 
dicho artículo. 

Las enmiendas parciales, que no suponen texto alter- 
nativo, son las números 140, dcl Grupo Popular; 7, de 
don Agustin Rodríguez Sahagún; 24, del Grupo Vasco; 
141, dcl Grupo Popular, v 142, del Grupo Popular, tam- 
bién. ' 

Para defender las enmiendas, bien sean de texto alter- 
nativo o bien parciales, de cada uno de los Grupos, tiene 
la palabra, en primer lugar, el señor Xicov, de Minoría 
Catalana. 

El señor XICOY BASSEGODA: Señorías, la filosofía 
que inspira el texto alternativo o nuevo texto que propo- 
nemos se basa en la creencia de que estando ante un 
derecho punitivo, como es el que estamos contemplando, 
aunque no sea en la esfera penal, el principio de tipici- 
dad le es totalmente aplicable. 

Por consiguiente, creemos indispensable que queden 
perfectamente dibujadas v contorneadas las figuras de 
infracción, v muv en especial que queden tasadas de un 
modo muv concreto las circunstancias determinantes de 
las acciones aplicables para reducir -v en esto vuelvo a 
la argumentación de anteriores enmienda- el área de 
discrecionalidad de la Administración. 

He dicho va antes que nuestro Grupo estima que en un 
Estado de Derecho la discrecionalidad del Poder Ejecuti- 
vo, de la Administración, debe ser la minima posible. 
Entendemos que cabe cierto grado de discrecionaiidad, 
pero no dejar al arbitrio de la autoridad de turno de 
fijacibn de esas sanciones de gran trascedencia, sobre to- 

do en los niveles máximos que estamos contemplando en 
este precepto. 

El seAor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
da número 170, del Grupo Parlamentario Centrista, tiene 
la palabra el sefior Garcla Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: Senor Presidente, le retira- 
mos en este acto. 

El setior PRESIDENTE: Para la defensa de la enmlen- 
da número 39, del señor Péret Rovo. éste tiene la pala- 
bra. 

El señor PEREZ ROYO: Sefior Presidente, si le parece 
bien, para la defensa de las enmiendas 39,40 y 41, que se 
encuentran conectadas entre sí. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo. Tiene la palabra. 

El seiior PEREZ ROYO: Muy brevemente. 
El criterio fundamental que preside estas enmiendas 

es derivado del de la tipificación de infracciones. Acep 
tando el criterio básico del provecto de graduar las san- 
ciones por defraudación, ahora va por infracciones gra- 
ves, del 50 por ciento al 300 por ciento, u del medto al 
triplo, como se dice en el provecto, aceptando ese crite- 
rio, digo, sin embargo referimos estas sanciones a los 
tipos concretos d r  infracciones que pretendíamos tipifi- 
car en nuestra enmienda correspondiente a la definición 
de los tipos dc infracciones, de defraudación o de infrac- 
ciones graves. 

Ahora bien, hav una particularidad a señalar, v es el 
agravar la sanción, que serla no del 50 por ciento al 300 
por ciento, sino del 150 por ciento al 300 por ciento; es 
decir, elevar el umbral mínimo en aquellos supuestos 
que nos parecen especialmente graves, como son los 
constituidos por la falta de ingresos de las cantidades 
efectivamente retenidas o repercutidas por los sustitutos 
de impuestos. 

La enmienda número 13 es de supresián a un artículo 
siguiente entroncado con el anterior v que propone un 
supuesto especial de sanción para un supuesto específico 
igualmente de infracción, v la número 14 propone la su- 
presión, no por entender que deban suprimirse las san- 
ciones, sino por entender que deben subsumirse todos en 
el criterio general del artículo 12. 

El sefior PRESIDENTE: Tiene la palabra el seeriat R e  
dríguez Sahagún, para la defensa de su enmienda núme- 
ro 7. 

El sedor RODRIGUEZ SAHAGUN: Sefior Presidente, 
como le he expuesto antes, quiero hacerle un ruego a la 
Presidencia, v es que me permita defender en este m e  
mento, muy brevemente, todas las enmiendas que tmgo 
a este proyecto. por el hecho de que no tengo el don de la 
ubicuidad y necesito estar presente en este mOmQnfo en 
otras Pmmi;w y comisiones. si aun10 c m  lo b o -  
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lencia de la Presidencia, pasaría a defenderlas mencio- 
nando o citando una por una. (Pausa.) 

La primera, la enmienda número 7 al qrttculo 12, nú- 
mero 4, es muy sencilla. Se trata de añadir, después de 
«infracción tributaria de defraudación., la frase asea su- 
perior a las 100.000 pesetas v que represente más del 50 
por ciento». 

La justificación, también muv sencilla, es que estima- 
mos que se deben tener en cuenta los efectos de la san- 
ción, el daño en términos cuantitativos que la defrauda- 
ción pueda suponer a la Hacienda Pública. 

De las restantes enmiendas pendientes debo decir que 
posiblemente algunas ni siquiera las mantenga en el Ple- 
no v las retire en su momento, porque he de reconocer, v 
lo digo, puesto que es la primera intervención que hago, 
que a mí personalmente me ha satisfecho sustancialmen- 
te el informe de la Ponencia respecto de una parte impor- 
tante del espíritu de mis enmiendas; no obstante, como 
hay algunos matices que deseo consultar con algún otro 
de los miembros de mi Partido, las voy a mantener a 
efectos de podcrlas defender eventualmente en el Pleno. 

Tal es el caso de la enmienda número 8. que sería al 
artículo 17, número 2, porque entendemos que la redac- 
ción va en contra de lo que consagra el artículo 24.2 de la 
Constitución. Asimismo, la enmienda número 10, que se- 
ria de  modificación a la disposición adicional segunda v 
con la que intentamos, pura y simplemente, que donde 
dice «deberán cumplirse bien con carácter general, bien 
a requerimiento individualizado», diga .deberán cum- 
plirse a requerimiento individualizado de los órganos 
competentes., con el fin de evitar las consecuencias que 
se derivarían de mantener, en relación con la conviven- 
cia, la redacción que en estos momentos hav, aunque, 
insisto, de todas estas cosas en gran parte mi preocupa- 
ción ha disminuido sustancialmente con el informe que 
ha redactado la Ponencia. 

La enmienda número 9, que sería a la disposición adi- 
cional segunda, propone la adición al artículo 1 1  1 de un 
apartado nuevo, número 7, que diga simplemente que se 
permita la asistencia a la práctica de las diligencias por 
parte del sujeto pasivo. Creemos que esto es de justicia, 
por entender que así es la manera que puede actuar en 
defensa de sus derechos, lo que no cambia en nada el 
espíritu v la intención del proyecto, si esto se tuviera en 
cuenta. 

Finalmente, está la enmienda número 1 1 ,  una de las 
que claramente creo que no vov a defender en Pleno (pe- 
ro en todo caso solicito de la Presidencia se di. por defen- 
dida v se proceda a su votación para reservarme ese de- 
recho) es la que hacía referencia a la necesidad de respe- 
tar el secreto profesional. Aunque, por lo que he podido 
leer en el informe de  la Ponencia, creo que el tema queda 
bastante bien, no obstante, desearía que se votara la en- 
mienda y se me reservara, por tanto, la oportunidad de 
poderla defender en el Pleno si lo considerara convenien- 
te. 

El señor PRESIDENTE: En efecto, damos por defendi- 
das sus enmiendas números 7,8,9, 10 y 1 1 ,  sin perjuicio 

de que se vavan votando a medida que vavan aparecien- 
do  en su correspondiente artículo. 

Por último, faltan las enmiendas, del Grupo Parlamen- 
tario Popular, números 140, 141 y 142. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor Renedo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: La enmienda 
número 140 trata de  modificar únicamente la cuantía o 
la graduación de las sanciones para las infracciones gra- 
ves, estableciendo una multa de medio al duplo, en lugar 
de medio al triplo, v la razón es únicamente que, al ha- 
berse suprimido las infracciones de omisión, la clasifica- 
ción tripartita que actualmente existe en la Lev General 
Tributaria cntre infracciones simples dc omisión v de 
defraudación, al pasar, por tanto, estas situaciones de 
omisión a ser consideradas como de defraudacibn o in- 
fracciones graves, según la nueva terminología, y estando 
estas antiguas infracciones sancionadas con una multa 
de medio al tanto, nos parece quizá un salto excesiva- 
mente grande, dado que existe ya una clasificación tan 
sólo de dos tipos de infracciones, el establecer la clasifi- 
cación Correspondiente al máximo de ellas, que antigua- 
mente eran las de defraudación. 

En cuanto a las enmiendas 141 y 142, diré que prctcn- 
den modificar cl nuiiicro 3 del artículo 87. Se trata, en 
deíinitiua, de un t ipodc  sanciones hacia el que ya hemos 
manifestado nuestra pi-cvcnción en diversas ocasiones (la 
pérdida de la obtcnci8n de subvenciones públicas o cr6- 
dito oficial o del derecho a gozar de beneficios o incenti- 
vos fiscales y prohibición de contratar con el Estado), por 
cuanto, como hemos señalado en anteriores intcrvencio- 
nes, estimamos que estas sanciones no pueden imponerse 
de una manera automática, al producir, a veces, perjui- 
cios indiscriminados a terceras personas inocentes, inclu- 
so al mismo Estado en algunas ocasiones. Por tanto, en- 
tendemos que debería, por lo menos, suprimirse este 
principio dc automaticidad, aunque reconocemos, sin 
embargo, que la nueva redacción dada por la Ponencia ai 
número 3 del articulo 87 ha mejorado sustancialmente la 
que venía en el texto primitivo, al establecerse al menos 
un límite mínimo, como pedíamos nosotros en la en- 
mienda número 142, en cuanto a la posibilidad de impo- 
ner este tipo de sanciones. 

Hav, por tanto, una reducción de la discrccionalidad 
que responde al espíritu de la enmienda del Grupo Popu- 
lar, la número 142, si bien la mantenemos por cuanto 
que seguimos en desacuerdo con este carácter automáti- 
co que se atribuve a la sanción. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tiene 
la palabra el señor Sánchez Sáez. 

El señor SANCHEZ SAEZ: Para agradecer las palabras 
que el señor Rodríguez Sahagún ha transmitido a esta 
Comisión, así como para saludarle por su acceso a ella, 
cuando nos ha comunicado la coincidencia de  las posi- 
ciones de su Grupo con las modificaciones efectuadas en 
Ponencia. Es más, tengo que añadir, señor Rodrígucz 
Sahagún, su enmienda número 7 va está aceptada tam- 
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bitjn en el articulo 87.3,  v no con el limite de 100.000 
pesetas que usted nos sugiere, sino con el limite de 
500.000 pesetas. Está, insisto, en el articulo 87.3, y se 
condiciona poder imponer esa sanción a que exceda de 
~00.000 pesetas, etcétera, por lo cual invito a la lectura 
de ese apartado. 

El señor Xicov nos habla del principio de tipicidad al 
hablar del articulo 87. Yo qucrría indicar al señor Dipu- 
tado que pata hablar de la tipicidad de las infracciones 
fiscales no es el momento, perdóneme, senor Diputado. 
Las infracciones graves se tipifican en el artículo 79 v alli 
es donde las consideraciones sobre su correcta o inco- 
rrecta tipilicación debieran haberse hecho, n o  en este 
momento. Aquí únicamente fijamos las sanciones; san- 
ciones cuyo carácter, además, debemos de comunicar en 
esta Comisión. Para ello, vamos a establecer una breve 
comparación . 

Scnorías, la sanción que se establece en el Código Pe- 
nal es de arresto mavor para aquellas personas que  scan 
reas de hurto por más de 30:OOO pesetas. En el caso de 
estafa, igual. Son cuantías absolutamente bajas y con 
una pena absolutamente gravosa, comparándolas con las 
sanciones que se están regulando en las situaciones ad- 
ministrativas. Se habla de arresto mavor, scnorias, para 
hurto de 30.000 pesetas; aquí hablamos de penas pecu- 
niarias únicamente. Por lo cual, establecer calificaciones 
de gravosidad, draconianas, ctcc'tcra, es  totalmente ina- 
propiado. al igual que reclamar sobre el abanico abierto 
para sancionar las infracciones tributarias graves. Se nos 
dice que ahora ponemos del medio al triplo, y quiero 
recordarles que hacemos una relativa rcbaia con relación 
a la regulación del articulo 83. c) de la anterior Ley Ge- 
neral Tributaria. Antes se dccia del tanto al triple y aho- 
ra decimos del medio al triple, con lo cual hay en los 
mínimos una reducción de la pena. 

En cuanto a las alegaciones del  scnor Pkrci. Royo, co- 
mo en realidad tocan temas de fondo e insisten en otra 
sistemática para rcdcfinir las infracciones, en consccuen- 
cia hay una distorsibn importante para la aplicación de 
las sanciones a tipos de infracciones que k l  nos sugiere de 
otra manera y lamento decir que no podemos atender las 
sugerencias que hace en sus enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Xi- 
co \ .  

El scnor XICOY BASSEGODA: Solanicntc ara aclarar 
que no cstá fuera de lugar hablar de la tipicidad cuando 
se habla de las sanciones. Es evidente que un mínimo de 
,justicia requiere que las sanciones esten adecuadas a los 
tipos. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a las votaciones a las 

En primer lugar votamos la enmienda número 95. de 
enmiendas a este articulo 87. 

Minoria Catalana. 

E / & Y ~ I u ~ u  Ir iwtucióii, d io  el sigirierite resirltudo: Votos u 
/uiwr,  cirutro; eri coiitru, 13. 

El señor PRESIDENTE: Se desestima la enmienda. 
Enmienda número 39, del senor Pkrez Royo. 

Efecritudu lu votucióti, dio el sigirierite resultado: Votos u 
fuvor, urio; eii coritru, .i2; uhstrriciories, ciiatro. 

El scñor PRESIDENTE: Se desestima la enmienda. 
Enmienda número 7,  del scnor Rodrígucz Sahagún, 

que se entiende parcialmente recogida, parcialmcntc al 
menos, en el informe de la Ponencia. 

Efectiiudu lu iutucióri, dio el sigitioiitr re.siiltudo: Votos u 
juvor, irrio: e11 coritru, 12; uhstertciorie.s, ciiutro. 

El scnor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 

Enmiendas 140, 141 y 142, del Grupo Parlamentario 
mienda. 

Popular. 

Efectirudu /u iwtucióri. dio el .\igirieritr resirltudo: Votos u 
fuiw-, cirutro; eii coiitru, 15. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Por último, votamos el artículo 87 de acuerdo con el 

inlormc de la Ponencia. 

El scnor PRESIDENTE: Se aprueba el articulo 87 de la 
Ley General Tributaria de acuerdo con el informe de la 
Ponencia. 

Pasamos al articulo 88 de la Ley General Tributaria, 
cuyo origen cstá cn.cl  articulo 13 del proyecto de ley 
remitido por el Gobierno y en cl articulo 14 del proyecto 
de ley citado. A este artículo 13 hay, e n  primer lugar, una 
enmienda de supresión de todo el articulo, del scnor PC;- 
re% Royo, que ha sido antes dclcndida y que ahora será 
votada; la enmienda 171, del Grupo Parlamentario Cen- 
trista; la enmienda número 25. del Grupo Parlamentario 
Vasco. que se da por decaída; la enmienda 41, del señor 
P&ez Royo,  que tambic'n ha sido ya defendida, y la cn- 
micnda 143, del Grupo Parlamentario Popular. En consc- 
cucncia, las enmiendas que hay que defender son la 17 1 ,  
del Grupo Centrista, para lo cual tiene la palabra el se- 
nor Garcia Agudiii. y la 143, del Grupo Parlamentario 
Popular. 

El señor GARCIA AGUDIN: Scnor Presidente, aunque 
el sentido de nuestra enmienda 171 es análogo al de la 
del señor Pi.re/. Royo. que S.  S .  ha dado por delendida, 
para recordarlo a los señores Diputados quiero indicar 
que, ciertamente. como ustedcs comprenden, el articulo 
88 cstá estableciendo unas sanciones peculiares que se 
salen del marco general que e l  articulo anterior ha prc- 
visto para las infracciones graves, y contempla unos su- 
puestos de infracciones tipicas que las hace objeto de 
unas sanciones especificas. No sabemos por que, porque 
si el cuadro de sanciones para las infracciones graves ha 



- 

COMISIONES 
8336 - 

14 DE FEBRERO DE I985.-NUM. 267 

quedado perfectamente definido en  el articulo 87, con 
multa pecuniaria y otras consecuencias incluso, de pi.rdi- 
da de beneficios o de prohibición de contratar con el 
Estado, creemos que ahi están perlcctanicnte subsumi- 
blcs todos los supuestos de ilicitv tributario y que, en 
consecuencia, es igual que la infracción consista en  falta 
de determinación de cantidades, en indcbitlu :ici.cdita- 
ción de partidas o i.clcrcntcs a inlraccioiic.5 cwiiictitlas 
por las entidades en ri.pimcn de transparciicia l ixa l .  

Si todas estas conductas suponen infracciones graw.4, 
podrán ser sancionadas con la multa pecuniaria que hc- 
mos establecido anteriormente y ,  si lucra ricccsario, con 
esas otras sanciones accesorias graves de la imposibili- 
dad de acceder al crcdiio oficial, a la Administración 
pública, o incluso la prohibición de contratar con el  Es- 
tado. ¿Para qui. establecer un supuesto tan singular que 
complica las infracciones tributarias porque hace uiia 
nue\'a catcgoria de inlraccioncs prai'cs que,  además, se 
tipiíican o se hacen peculiares en el articulo 88 e n  oi-den 
a merecer un tratamiento sancionador singular? De nio- 
do que, aunque ciertamente nos parece que es grave ha- 
blar de unas inlraccioncs graves y singulares, todo esto 

qucdaria pcrlcctamcntc subsumiblc dentro del articulo 
preceden t e .  

Por último, digamos qiic en el numero 3 de este prc- 
ccpto se introduce. no si. si como tributo a la Ley C;enernl 
Tribuiaria en general, una rclcrcncia a las iiilraccioiics 
de ocultación. En \ . e d a d ,  no pasa nada ... 

El señor PRESIDENTE: Es un error, scnor Garcia Agu- 
din, en la transcripción del inlormc. En realidad, ahora 
estaba hablando de ello con el  Letrado e iba a cxponi.rsc- 
lo a ustedes. La palabra «ocuItaciOn», puesto que es una 
tipilicación que no existe, ticnc que ser sustituida por 
«graves». Es un error de transcripción. 

El señor GARCIA AGUDIN: En ese sentido. rc t i iu  ese 
parlamento inicial. Entiendo que las infracciones g i -a \w  
están, o deben estar. perfectamente tipil'icadas antcrior- 
mente. estableciendo. por supuesto. una sanción dcdica- 
da  al articulo 87 a todos los supuestos presumibles en  
principio, y no sabernos por qui. hay que dedicar un arti- 
culo 88 para contemplar algunas infraccioiics graves 
((bis>) ... (El  serior Gurciu Agiidiir prorriiirciu puIuhru.s yrie rio 

se percibeti.) ... con un nuevo calificativo, que son objeto 
de una sanción peculiar, que en realidad v a  a scr tam- 
bien de tipo económico y que, por consecuencia. dentro 
de esa posible panoplia de sanciones económicas, scrian 
pcrfectamcntc sancionables. 

En ese sentido, pedimos la supresión radical de este 
artículo, que no es necesario, introduce confusión y obli. 
ga a crear unas nuevas figuras tributarias de infracciones 
graves bis. con sanciones económicas bis. 

El senor PRESIDENTE: Para defensa de la enmienda 
143, del Grupo Parlamentario Popular, ticnc la palabra 
el senor Rcnedo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Muy simple- 

mente, e n  esta enmienda nosotros pretendemos única- 
mente eliminar el supuesto de retenciones n o  practica- 
das, puesto que creemos que existe una gran diferencia 
entre la falta de ingreso de tributos rcpcrcutidos o de 
cantidades retenidas y aquellas que no se han practicado 
aún debiendo haberse realizado. 

Creemos que la diferencia de la conducta es suficicntc- 
nicntc grande para que no sean acreedoras de esta san- 
c.ióri especial que se establece para supuestos que noso- 
I I U  consideramos de la máxima gravedad y que estamos 
tlc acuerdo con que tengan una sancioii especial, pero no 
estos otros supuestos que piwcndcmos eliminar del apar- 
tado correspondiente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Sán- 
chc/. sae/.. 

El señor SANCHEZ SAEZ: Señor Presidente, para 
coincidir con el sctioi. Gaixia Agudin en cuanto a que, 
Iópicamcntc, cI  articulo 8l I  n o  es eI lugar para tipificar 
nuevos delitos. N o  estamos hablando de infracciones gra- 
ves bis. scnoria; simplemente, unos modos y a  tipilicados 
en el  articulo 79, c) ,  o 79,  a ) ,  por la singularidad de la 
sanción, se csplicitan en el articulo 88. Hay una singula- 
ridad en la sanción; no es un nuevo tipo. no es un tipo 
bis. es un tipo ya cxplicitado en  el articulo 79,  únicanien- 
te que para ese caso tienen una sanción cspccilica. 

En cuanto al Grupo Popular, tenía quc indicar quc de 
las consecuencias lesivas para aquellos sujetos que dcbc- 
rían de haber sufrido retención en su i.cmuncración y que 
n o  se les ha practicado, ya buena cuenta dio la anterior 
regulación del  Impucsto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, donde la retención no  practicada a todos los clcc- 
tos se da como practicada, y a la hora de hacer la dccla- 
ración el sujeto pas iw n o  ticnc por qu6 abonar las rctcn- 
cioncs que un empresario. por c.jcmplo, n o  ha practicado. 
Se comparan como dos casos absolutamente idi.nticos, 
puesto que. de hecho. sobre el perceptor de determinadas 
rentas el dano, caso de tomar otra consideración el tipo 
de inlracción. seria idcntico: dejaría de pagar cantidades 
no  retenidas, y eso ya se tuvo muy en cuenta en la Ley 
sobre el Impuesto sobre la Renta de las Pcrsonas Físicas 
para equiparar ambas situaciones. Las retenciones no 
practicadas se entienden como practicadas a los clcctos 
de hacer el sujeto pasivo la declaración sobre la renta de 
las personas físicas. Nada más. 

El scnor PRESIDENTE: El scñor Garcia Agudin ticnc 
la palabra. 

.El  s c h r  GARCIA AGUDIN: Simplemente para seguir 
indicando que no  entendemos. en absoluto -quizii sea 
por falta de compctcncia personal-. por qui. se estable- 
cen estas sanciones singulares en el articulo 88 para las 
infracciones graves. Porque aunque es verdad que no se 
tipifica (seria realmente incorrecto que aquí se tipiftcasc 
una infraccih singular) v ,  naturalmente, si son inlrac- 
ciones graves, son supuestos especiales. que a partir de 
ahora van a ser además tratados bcnignamcnte, v n o s e  
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tros no entendemos por qui. se tratan tan benignamente. 
Porque habia solamente dos catcgorias de infracciones, 
las simples y las graves. Nosotros habiamos defendido a 
lo largo de todo el proceso anterior que se introdujese 
una catcgoria intermedia -infracciones de ocultación, 
de omisión-, como la Ley General Tributaria habia pcn- 
sado, quiiri porque permitia, efectivamente, comprcndci- 
conductas que, aun siendo algo más que inIracción sim- 
ple, tampoco era apropiado llamarles infracciones de dc- 
IrEudación. Cuando en Ponencia, acertadamente quizá, 
se estableció un cambio de nombre y las infracciones 
graves sustituyeron a las inlrnccioncs de dcíraudación, 
ciei-tamciiic luc porque el Grupo Socialista pensaba que 
con dos catcgorias de inlraccioncs era sul'icicnic y que 
t(ido lo que n o  era inlracción simple era inlracción grave. 
Aqui, s in  embargo, ustedes. porque a la hora de la san- 
ción se ven obligados a suavizar, introducen una inlrac- 
cióii gra1.c o menos grai'c. Y o  creo que decir gra\'cs, pero 
iiiciios gra\,cs. niciios iinpoi~tantcmcntc graves, es entrar 
cii la tipologia de la intracción tribuiaria y ,  dcsdc luego. 
disiiiiguii. las conductas e11 el orden punitivo. En consc- 
cuciicia, si era sul'icictitc la doble tipologia de conductas 
in l ix io ias  \ '  todas las inlraccioncs gi-a\'cs cii principio 
tcniaii un cscaloiianiicnio de saricioncs q u e  aqu í  se ha 
dcícndido hcioicaiiicritc hace u n  niomcntu, i-para que es- 
tablecer ahora un ciitcrio mucho más bciitholo para las 
conductas de dctcimiiiados scñorcs, para la seguridad de 
traiispai-ciiciii liscal, que de alguna manera pucdcn ser 
pcrlcctanicritc tratadas con las conductas con las san- 
ciones gcncialcs? 

iio llegó a ciitcndci. por que unas inlraccioncs graves. tan 
graves como l a s  otras, no pucdcii ser sancionadas dentro 
de csc inmenso abanico de posibilidades que va dcsdc la 
iiiulta del iiicdio al ti.iplc que, con carácter general, se 
establece aiitcrioimciitc. Nada mas. f € l  S C I ~ O I .  t>i.ru: R o w  

Por ello, acaso por mi toi'pc prcpaiacióii en la iiiatcria, 

/Ji<lL' I<i F>tiltilJIU.) 

El señor PEREZ ROYO: Señor Prcsidciitc, ;I los electos 
de que \o tenia presentada una enmienda de supresión 
que diic aiitciioimciitc que In coiisidciabn dclmdida. pc- 
1.0. examinando hicii el pi.cc.cpio. ci'co que teiiin sustanti- 
\.¡dad propia. 

El sc~¡br PKESIDENTE: Ticiic la palabra para dclcn- 
de 1.1 il . 

El scnoi- PEREZ ROYO: La ciiiiiicnda de supresión que 
\o plaiiicaba e11 rclncióii a cstc articulo nacia, como he 
dicho antcrioi~ii~cntc, de la cohcrciicia con el sistcnia de 
clasificación de las inlraccionch. Sin embargo. aparte de 
csc supuesto de coherencia, hay taiiibieii una razón de 
londo, y es que a mi no se rnc alcanza, como no se le 
alcanza tampoco al señor Garcia Agudin. según acaba de 
decir. por que cstc tipo de inlraccioncs tienen un trato 
más benigno que l a s  normales iiilraccioncs graves, cuan- 

do  de suyo, si se examinan bien los supuestos tipificados 
para este caso, son infracciones incluso muv graves. Por 
e,jemplo, cuando las infracciones consistan en la determi- 
nacibn de cantidades, gastos o partidas negativas a com- 
pensar o deducir de la base imponible de declaraciones 
futuras. propias o Jc terceros, sanción en este caso del 10 
por ciento de la ciiaiitia de los referidos conceptos en 
lugar del de 50 ; I I  300 p i i .  ciento de la cuota ocultada, 
cuando estos S U ~ U L ~ ~ I O ~  w i i  -basta pensar, por ejemplo, 
en cI futuro IVA- las iiilraccioncs más peligrosas para el 
funcionamiento de la Administración tributaria, incluso 
para los intereses patrimoniales directos del fisco. Basta 
pensar en el proveedor que factura íalsamcntc a su clien- 
te, con la finalidad de facilitarle que reciba devoluciones 
o reducciones e n  su base e n  el IVA correspondiente por 
importe superior al que efectivamente mcrccc. Es decir, 
es una inlracción que en todos los ordcnaniicntos, sobre 
todo e n  todos los ordcnamicntos donde existe [VA, aparc- 
cc clasilicnda como la más gra\.c de las infracciones que 
se puccicn producir en relación al procedimiento tributa- 
rio,,Aqui. s i i i  embargo, las estamos tratando -yo no si. 
esactaniente poi. que r ahn-  con u n  criterio excesiva- 
nicntc bciie\,olo. A mi,  que me parccc perfecto el criterio 
de durcia \ '  que  no  he presentado ninguna enmienda 
sustancial en cuanto a la graduación dcl 50 al 300 por 
ciento de la cuota. y comparto las observaciones que ha- 
cia el por ta iw socialista cuando replicaba a algún Dipu- 
tado que prctcndia un  rato algo más bcrii.\.olo, me rcsul- 
ta iiicomprcnsiblc por qui. el trato se dulcifica en rcla- 
ción con ciertos comportamientos que, insisto, a ini me 
parecen, n o  solamente n o  menos graves, sino incluso más 
gra\'cs que los normales. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sánchcz Sácz tiene la 
pala bra . 

El scñoi. SANCHEZ SAEZ: Señor Presidente, para po- 
ner de niaiiificsto que cstc Grupo Socialista es consciente 
de la coherencia de las afirmaciones de nuestros poncn- 
tcs. pero queremos detallar que ese 10 por ciento. que 
efectivamente pucdc significar una aparente reducción 
de la pena. para los casos de que se trata en el articulo 
88, ese 10 por ciento recac sobre la totalidad del conccp- 
to osultado, no sobre la cuota tributaria defraudada, y 
eso pucdc dar lugar a sanciones o multas de relevancia 
ccon8mic.a que entendemos suficientes. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación de las 
enmiendas al articulo 88. 

En primer lugar. enmienda número 7 1 ,  del Grupo Par- 
la ni cii t ario Ccnt rista . 

El señor PRESIDENTE: Se desestima la enmienda. 
Enmienda número 143 del Grupo Parlamentario Popu- 

lar. 
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EfEctiiadu lti i ~ o r a c i o ~ i .  dio ei sigiririiie rrsiiitudo: Votos u 
fuiar. ,  dos: eii coiiira, 14: ahsreiiciorrrs, I I I I U .  

El scnor PRESIDENTE: Se desestima la ciimicmla. 
Enmiendas número 40 y 41 de don Fernando PCrcL 

Royo. 

El scnor PRESIDENTE: Se dcscstiiiian las ciiniicndas. 
Votamos el articulo 88 de acuerdo con el inlornic de la 

Ponencia. 

El sciioi' PRESIDENTE: SLB iiprücba el  ai'iicLilo 88. 
Articulo 89 de la Ley Gciii*ikl Tributaria. Según el in- 

IOrnic de la Ponencia. se rccopc cl articulo 8 del proyecto 
de ley remitido por el GObicriio. A cstc articulo 8 cstáii 
en principio pcndiciitcs. auiiquc someto a la considcra- 
ción dc los portavoces si cnticndcii recogidas sus cnniicn- 
das, la número 36 del scnor PCrcd R o \ u  ... 

El scnor PEREZ ROYO: La considero recogida, scñoi- 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo, entonces se retira 
la enmienda 87. DcspuCs, la 187, del Grupo Parlamcnta- 
rio Centrista, y la 122 del Grupo ParlanicntaikJ Popular. 
sobre la que quisiera el pronunciamiento acerca de si 
está o no recogida en el inlormc de la Ponencia. 

El señor CANELLAS FONS: Entiendo, señor Prcsidcn- 
te. por unas notas que tengo aqui, que no está recogida; 
por tanto. la mantengo. 

El scnoi. GARCIA AGUDIN: La 127. centrista, está bási- 
camente acogida, scnor Presidente. Tambten la 162, que 
prctcndia adicionar un párralo nuevo, y pcrdóncscmc 
que interfiera la regulación del debate por S.  S. ,  pero es 
que 1ambii.n así podríamos eliminar la 162 y la 187 y n o  
diríamos nada sobre el artículo 8:., hoy 89,  de la Ley 
General Tributaria. 

El scnor PRESIDENTE: La 162 1ambii.n está implici- 
tamcntc aceptada en la nueva ordenación del articulo 
89.2 de la Ley General Tributaria. 

iLa  187. scnor Carcia Agudin. de supresión? 

El scnor GARCIA AGUDIN: Tambicn está recogida. 

El señor PRESIDENTE: Entonces, a cstc articulo 89 
quedan pendientes, y van a ser dcícndidas, la 122 y la 
123, del Grupo Parlamentario Popular, así como la 124. 

El scnor CANELLAS FONS: La 124 la retiramos, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE: El señor Percz Rovo ticnc la 
palabra para dclcndcr la enmienda 37. 

El scnor PEREZ ROYO: Scnor Presidente, la enmienda 
número 37 la daria por retirada, puesto que es coherente, 
pero, scnor Presidente, y o  propondría una modificación 
de redacción, porque me parccc que es más correcto que 
l as  ('sanciones tributarias se cstingucn ... . decir que ((la 
ivsponsabilidad derivada de las inlraccioncs iributarias 
se cstinguc por pago o cumplimiento de las sanciones, 
prescripción, condonación.),, que creo es la terminología 
que se usa en el  Código Penal y que se dcbcria respetar 
aquí: la responsabilidad dcri\.ada de las iiilraccioncs, 

El señor PRESIDENTE: Ya el poiiciitc le dará cumpli- 
da respuesta a su propuesta. Para la dclciisa de la cn- 
micnda 88. de Minoria Catalana. ticnc la palabra cl scnor 
Xicov. 

El señor XlCOY BASSEGODA: Eiiticiido que la cn- 
niicnda 88 está admitida por la Ponencia, de lo cual iiic 
congratulo \. doy las gracias a los  poiicntcs. 

El scnor PRESIDENTE: Se da poi- retirada la cniiiicii- 
da 88. 

Dcspucs de este cspurgo de ciiniiciidas que hciiios hc- 
cho, clcctivanicntc sólo quedan las números 122 y 123, 
del Grupo Parlamentario Popular, para cu\.a dclciisa tic- 
nc la palabra el señor Rciicdo. 

El scnor RENEDO OMAECHEVARRIA: En la ciimicii- 
da 122 prcicndcmos anadir a los supuestos rlc cstiiición 
de las sanciones un supuesto niris. que es c l  dc la coni- 
pcnsación con citijiios liquidos rccoiiocidos por acto ad- 
ministrativo liriiic o por sentencia .judicial cuaiido se i i -a-  
te de sanciones pecuniarias. 

Creemos que a los supuestos que están coiitcniplados 
en .el testo del proyecto es justo anadir este otro supucs- 
to, por cuanto que se da con niucliisinia frecuencia el 
caso de personas quc son deudoras a la Hacienda Pública 
por sus obligaciones tributaiias, bien por la cuota o bien 
por sanciones que se han impuesto como consecuencia de 
hecho ilicito realizados por ellos. pero que al niisnio 
tiempo resultan acreedoras del Estado como consccucn- 
cia de crcditos a su lavor. Entendemos que esta compcn- 
sación es una de las lormas más lógicas de cstinguirsc el 
crcdito tributario y que dcbcria rccogcrsc en la Ley Gc- 
ncral Tributaria. sin perjuicio de que luego su rcglamcn- 
tación lacilitasc clcctivamcntc esta compensación h a -  
ciendola lo más rápida y lo más sencilla posible para los 
contribuyentes. 

El segundo apartado de esta enmienda se rclcria al 
supucsto de lallccimicnto del inlractor, pero dado que el 
texto rccogido en el inlormc de la Ponencia ha cstablcci- 
do  un sistema que nos parccc clcctivamcntc el más adc- 
cuado, la cxtincibn de las sanciones como consecuencia 
de la muerte del infractor, en este aspecto qucdaria rcti- 
rada esta parte de la enmienda, aunque n o  es posible 
retirarla por partes. pero estamos de acuerdo con la rc- 
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gulación contenida en el informe de la Ponencia, v es la 
causa también por la quc se ha retirado anteriormente la 
enmienda 124. 

En cuantv a la enmienda 123, pretendemos que no se 
cierre en la Ley General Tributaria el paso a la condona- 
ción automática de las sanciones tributarias. Según este 
articulo. únicamente queda prevista la posibilidad de 
condonación graciablc. Sabemos que el tema de la con- 
donación automática es un tema extraordinariamente 
polcmico dentro del derecho tributario, que n o  existen 
razones dogmáticas de íondo quc puedan apoyar su man- 
tenimiento, pero existen razones prácticas que una larga 
experiencia al servicio del Estado 1ambii.n me han hecho 
compartir. en el sentido de considerar que este sistema 
de la condonación automática facilita cxtraordinaria- 
mente el cumplimiento de los deberes liscalcs por parte 
de los contribuyentes y que su supresión puede crear 
bastantes problemas graves en este terreno práctico que 
nosotros querríamos mantener. 

Por ello solicitariamos que se maritu\,icw aquí  la posi- 
bilidad de que se regulase postcriornicriic la condona- 
ción automática y iio cerrar el paso de uiia niancra dcfi- 
nitiira en la Ley General Tributaria. Crccnios que es un 
paso muy importante el  que se da; ya digo que comparti- 
mos, desde un punto dc vista tcbrico, las ramnes dc los 
que son partidarios de su eliminación pero. desde un  
punto de vista práctico. puede tener consecuencias niuy 
negativas para la Hacienda Pública y para las idacioncs 
con los contribuyentes. 

El scnor PRESIDENTE: El scnor SánchcL S a c ~  ticnc la 
palabra. 

El S C ~ O I .  SANCHEZ SAEZ: Scñoi. Ptcbidciitc, accpta- 
mos la modilicación que el señor Pi.rcL R o w  nos ha su- 
gerido como una mejor expresión de la intcncionalidad 
de la norma y ,  en consecuencia quedaría, si nial no he 
entendido: (1 Las rcsponsabilidacs dcrivadas de las infrac- 
ciones tributariasu. 

El señor PRESIDENTE: Si y o  n o  he entendido nial la 
propuesta del scnor P6rc.z Royo. era en singular: «La rcs- 
ponsabilidad derivada de las infracciones),. 

El señor SANCHEZ SAEZ: U La responsabilidad dcri1.a- 
da dc las infracciones tributarias)). quc es lo mejor. 

Sentado eso, tenemos que agradecer la retirada de las 
enmiendas de los Grupos por aceptación de la nueva rc- 
dacción que se ha dado al texto en Ponencia, todo ello 
relacionado con las consecuencias de una infracción a la 
cual sobrevive la muerte del sujeto infractor. Simplc- 
mente tenemos que anadir que n o  podemos aceptar la 
sugerencia de mantener la condonación automática. Muy 
probablemente las reflexiones sobre el automatismo en 
la condonación. el automatismo en las sanciones, la re- 
probación del automatismo en una ocasión y la recomen- 
dación del automatismo en otra. nos traeria cnjundiosas 
reflexiones, pero. dado lo prolijo de la Lev, tendremos 
quc abandonarla necesariamente. 

En relación con la otra enmienda que el Grupo Popular 
nos ha presentado, en ordcn a efectuar la compensaión 
-su enmienda número 122-, tenemos que comunicar 
al Grupo que, pese a que en este trámite nos oponemos a 
su admisión, electuarcmos la consiguiente reflexión para 
su posible toma en consideración en trámites posterio- 
res. 

El señor PRESIDENTE: Señor Pércz Royo, sería tan 
amable de acercarse un momento a la Mesa. íPuiisu.) 

Vamos a votar las enmiendas 122 y 123, del Grupo 
Parlamentario Popular, que son las dos únicas cnmicn- 
das vivas a este articulo. 

El scnor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Vamos a votar el texto del  articulo 89 y voy a dar 

lectura al número I de este articulo, dcspucs de la relor- 
ma tccriica que se ha introducido aquí en Comisión. Di- 
ría así: (( La responsabilidad derivada de las infracciones 
tributar¡& se extingue por el papo o cumplimiento de la 
sanción, por prescripción o por condonación.. i D c  acuer- 
do? f h e ~ i t t ~ t l t t v i r o . ~  

Se vota e l  articulo 89 e11 su integridad. 

Entramos cii el articulo quinto del proyecto, cuyo 
enunciado es: .Se da nuci'a redacción a los artículos in- 
cluidos en el  Titulo 111, "La gestión tributaria". de la Ley 
Gciici.al Tributniia dc 28 de dicic-nibrc de 1963, que a 
continuación se scniilaii~~. 

Vamos a votar la redacción de cstc articulo quinto, que 
va a suponer luego la reforma de una serie de artículos 
de la Le!, Gcricral Tributaria. referidos todos ellos a la 
gestión. 

El seiioi. PRESIDENTE: Queda aprobado. 
En cstc articulo quinto, se modifican, en primer lugar, 

el articulo 107 de la Ley General Tributaria, articulo que 
en el pro\'ccto enviado por el Gobierno corrcspondia a la 
disposición adicional primera. Las enmiendas pendientes 
a este articulo 107 son: 75. 76 y 148, del Grupo Prlamcn- 
tario Popular; la 99. de Minoria Catalana; la 179. de l  
Grupo Parlamentario Centrista; la 44, del scnor Pkrz 
Royo. y la 26,  del Grupo Parlamentario Vasco, que se da 
por decaída. 

Para la defensa de la enmienda 44, ticnc la palabra el 
señor Pcrcr. Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Muy brevemente, scnor Prcsi- 
dente. En este precepto de lo que se trata sustancialmcn- 
te es de eliminar el carácter vinculante de las respuestas 
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que di. la Administracibn a las consultas que Ic planteen 
los contribuyentes. Nosotros entendemos que eso supone 
una merma, una quiebra del principio de seguridad juri- 
dica y que, para eso, prcleriblc es eliminar el trámite de 
la consulta, incluso como mera posibilidad, y ,  en consc- 
cucncia, pretendemos que se mantciipa. sin más, el testo 
actual de la Ley General Tributaria. 

El scnoi' PRESIDENTE: Para la dclcnsa de la cniiiicii- 
da 99, de Minoría Catalana, ticnc la palabra el sctioi. 
x i c o y .  

El señor XICOY BASSEGODA: Señor Presidente, nucs- 
ira enmienda es csactanicntc igual que la que acaba de 
dctcndcr el scnor Pi.rcz Royo. Y o  nic pcimito hacer algu- 
nas rcllcxioncs sobre la intcncionalidad de esta modilica- 
ción que nos propone el Gobierno. ;Es que acaso la Ad- 
miiiistraibn tributaria no está segura de sus propios cii- 
tcrios. que no  se at iwc  a opinar? Ya diJc con oportuni- 
dad del debate de totalidad en el Pleno que la Adiiiiiiis- 
tracibn tributaria es la prinicix que se dcbc «iiioj;ii.» en 
estas cuestiones. N o  pucdc salir la Adniinistración con 
sorpresas en materia tiibuiaiia, en iiitci-prctacioncs cspc- 
cilicas. ;Es que se prctcndc tcndcr una tixiiipa al coiitri- 
buycntc? Prcsumiblcmcntc, la Admiiiistracióii tiibutaiia 
es quicii sabe inás de ti-ibuios, poiquc cs cii dcliiiiii\,n 
quien los aplica. Lbpicaiiiciitc, pues. sus respuestas a Ins 
consultas han de sci' \.inculaiitcs. Creemos que esto es 

cscncialísimo. 

El señor PRESIDENTE: Para la dclciisa de la ciiniicn- 
da 179, del Grupo Parlamcntaiio Centrista. ticnc la pala- 
bra el señor Garcia Agudín. 

El scnoi' GARCIA AGUDIN: Señor Pi-csidcnic, seria 
prácticamente abundar cii  los a i p n i c i i t o s  antciioivs. 
Realmente, introducir un siiiiplc derecho de iníorniaci(jn 
no conduce a nada; sobraria esta rclornia del articulo 
107, que introduce prácticamente un derecho de i n h -  
mación que ya regulan las instituciones ordinarias. No- 
ten SS. SS. que, de alguna manera, se \Y obligado el 
legislador, el Grupo Socialista, a dar caiictci. vinculante, 
por ejemplo, al tema de las in\u.sioiics cxtran,jcras en 
España, porque, cicrtamcntc. seria ya una Ialta de scgu- 
ridad jurídica radical el que a un inversor extranjero Ic 
pudicramos intormar dicii.ndolc: ~ ~ P c r o .  claro, natural- 
mente, esto no sabemos si es así o no es as¡». Conocemos 
por la práctica la dilicultad que existe en lah consultas 
vinculantcs, pero lo que se dccia anteriormente cs i'cr- 
dad. Quien redacta los textos sabe aplicarlos y ,  en todo 
caso. dcbcn venir los limites y estrechos de la amplitud 
del hecho imponiblc. de sucrtc que cuando exista una 
consulta vinculante hay que jugar libremente y el admi- 
nistrado y la propia Administración quedan ya, en dclini- 
tiva, complctamcntc seguros de cuáles son las rcspecti- 
vas relaciones jurídico-obligacionalcs, en orden al tribu- 
to de que se trate. 

Por ello, pues, propugnamos, como el señor Pi.rcz Roso 
decía, la vuelta, cl respeto al artículo 107 de la Ley Gcnc- 

ral Tributaria vigente, porque la reforma creemos que 
empeora considerablemente su redacción. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las cnmien- 
das 75. 76 y 148, todas ellas de supresión, del Grupo 
Popular, tiene la palabra el señor Rcncdo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Nuestro funda- 
nicnto y argumcntacibn son idcnticos a los que se acaban 
de exponer y únicamente quiero subrayar el paso atrás 
que signilica para la seguridad jurídica, en una materia 
tan importante como es la legislación liscal, tan cam- 
biante. tan complc,ja, tan inaccesible y hcrmi.tica para la 
inmcnsa mayoria de los ciudadanos. la curiosa discrimi- 
nación quc se establece respecto de los contribuyentes 
indigcnas, que quedan en una situación de maniliesta 
interioridad respecto de los extranjeros. Los extranjeros 
ya no \'an ;I g o ~ a r  en España de los niismos derechos que 
los españoles. sino de más derechos que los españoles. 
Esto demuestra cl alto aprecio que los organos del Minis- 
terio de Hacienda ticncn por cl contribuyente nativo. Es 
una discriniinación que nos pai'ccc que debe eliminarse y 
\x~lvcI  al sistema actualmente vigente de consultas \fin- 
culantcs. 

El scnoi. PRESIDENTE: Por c l  Grupo Socialista. ticnc 
la palabix el señor Garcia Ronda. 

El scnor GARCIA RONDA: Señor Presidente, para con- 
tcstai' a todos los inicrvinicntcs anteriores. a los que pa- 
rece que no les gusta este art iculo en absoluto. 

Hay  que decir que, en primer lugar, y en contra de lo 
que se esta alirmando, \ a  se especifican algunos casos en 
que s i  es vinculante prccisarncnrc la consulta. En scgun- 
do lugar, que se prcvi. incluso la lacultad legal para esa 

posible vinculación, es decir, para la ampliacibn de la 
\.iiiculación. Yo, en  este sentido, diría, contestando al sc- 
ñoi. Xicoy. que parece que el libcralismo es continuado 
cii todas sus intervenciones y ,  sin embargo, pide en oca- 
sioiics esa «mo,iadura~~ por parte del Estado, que lo con- 
\icrtc en dircctamcntc inicrvcncionista. Creo que vamos 
a dc,jar que cada Podcr -y ahi contesto 1arnbii.n al scnor 
Garcia Agudin al mismo tiempo- tenga su papel; el Po- 
der legislativo, por supuesto, el suyo, el que estamos in- 
tentando hacer aquí; el Podcr ejecutivo. el de llevar a 
cabo las leyes, y el Podcr ,judicial. el de dirimir las cues- 
iioncs quc se puedan plantear. Es decir, que la consulta 
consideramos precisamente que debe ser orientativa y no 
tiene por qui. olrcccr seguridades ,juridicas adicionales, 
como creo que se rcfcria a ello el señor PCrcz Rovo. 

Por otro lado, y dcsdc el punto de vista de la praxis, 
desde luego se pucdc decir que se pueden así eliminar los 
efectos inconvenientes de muchas consultas reiteradas, 
generalizadas, que han dado lugar, incluso. a confusión 
e n  muchas ocasiones. Creemos. y en esto me reitero, que 
cada uno de los Poderes debe tener separación v cada 
uno debe llevar a cabo su papel. La Administración no 
pucdc sustituir el papel que está encomendado a la intcr- 
prctacibn v a la jurisprudencia de los Tribunales. Por eso 
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mismo mantenernos este artículo. que creemos que adc- 
más está muy bien redactado y que. de alguna manera, 
viene a solventar las dificultades. las inconveniencias y 
hasta las incongruencias de la legislación anterior. 

El señor PRESIDENTE: Votamos entonces las cnmicn- 
das al artículo 107 y,  puesto que todas las enmiendas w n  
de supresión, aunque sean de Grupos distintos, quizi  se 

pueden votar conjuntamente. Asi pues, votamos las cn- 
niiendas 75, 76, 148, 99, 179 y 44. 

El scnor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Votamos el texto del articulo 107. scpún el inlornic de 

la Ponencia. 

El scnor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
El segundo de los articulos reteridos a la gcstion tribu- 

taria que se rclorman es t a l  I 1 1  de la Le\ General Tiibu- 
taria, cuyo origen está en la disposición adicional scpun- 
da del proyecto enviado por cl Gobierno. A cstc articulo 
1 I I se habían presentado numerosas enmiendas que \'o\' 
a pasar a enumerar \ que son referidas a los distintos 
apartados de este articulo 1 1  l .  

Al apartado I está la enmienda 1 1 ,  del scíioi. Rodi.iguc/ 
Sahagún; la 77 ,  del Grupo Parlamentario Popular; In 
100, de Minoría Catalana, y la -180, del Parlamentario 
Centrista. Al  apartado 2, la enmienda número 10, del 
señor Rodrigucz Sahagún. Al  apartado 3,  la 149, del Gru-  
po Parlamentario Popular. Al  apartado 4, la ciiniiciida 
45, del senor Pkrcz Royo; la 101, de Minoria Catalana, y 
la 180, del Grupo Parlamentario Ccntrisi;!. Al apartado 5 
alecta tambien la enmienda 100, de Minoria Catalana, 
anteriormente mcncionada: la 149. del Grupo Parlamcn- 
tario Popular, tambitin antes mencionada. la 180. del 
Grupo Parlamentario Centrista. igualmente mencionada. 
Por último, en cl apartado 6 se propone un nuevo aparta- 
do por el señor Rodrigucz Sahagún en su enmienda nú-  
mero 9. 

Las enmiendas del scnor Rodriguci Sahagún sc dan v a  
por delendidas y serán votadas. 

Para la defensa de las enmiendas del Grupo de Minoria 
Catalana números 100 y 101, tiene la palabra el  scnor 
xicoy. 

El señor XICOY BASSEGODA: La enmienda número 
100 pretende salvar nada mas y nada menos que el  sccrc- 
to profesional. Por eso proponemos que el articulo 1 i i se 
inicie con esta cxprcsión: ((Sin perjuicio del secreto pro- 
fesional», etcétera. El secreto prolesional. como saben 
SS. SS., está amparado en el articulo 24 de la Constitu- 
ción. Además debe ser objeto de una regulación cspccil'i- 
ca. Creernos que este secreto prolesional no puede nacer 
en nuestra legislación con tan mal pie, con el atropello 
de que es objeto en este provecto de lev. 

El scnor PRESIDENTE: Para dclcnsa de la cnmicrida 
180, del Grupo Parlamentario Ccntrista. tiene la palabra 
el scnor García Agudin. 
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misma línea del proyecto e n  el sentido de que quizá con 
una disposición de carácter general se pudiese obligar a 
los bancos a facilitar determinadas inlormacioncs sobre 
algunos contribuvcntcs. Pero no en la forma en que se 
redacta el precepto que tiene un carácter muy ambiguo a 
nuestro .juicio y que supone realmente una revolución en 
la materia. 

A \'cccs digo que SS. SS., los integrantes del Partido 
Socialista. se han v i s t o  obligados a rcctilicar porque, im- 
pulsados, conio es deseable y la opinibn pública incluso 
lo ha apoyado. por la utopía, han establecido dctcrniina- 
das directrices y paránictros que luego en la practica n o  
se pueden seguir. Todos estaríamos de acuerdo aqui en 
que todas las rentas son iguales, que las rentas del tra- 
bajo nicrcccn el mismo tiatamiento de transparencia que 
las rentas del capital, v no sC; por qul' puede haber bolsas 
de Iiaudc casi de alguna manera intocables. Ayer,  en cl 
debate de la le!. de acti\'os liriaiicicius. algunos portavo- 
ces hacian rclcrencia ii  ello. Y ,  s in  embargo, en la prácti- 
ca han v is to  SS. SS. cOmo en esa misnia ley que ayer 
apiubábarnos hay dctcimiinados a c t i \ u  que quedan con 
u11 t i a l o  de I'a\.or, poi. ramncs acaso coniprcnsiblcs. N o  
\ 'aya i i  ocurrir aqui  -lo decimos n o  con carácter de ad- 
inonicion. s ino conio siempre colaboradores con la mejor 
loima de las leyes tributarias- quc. de alguna manera lo 
iiiejoi. es ciicniigo dc lo bueno. Acaso lo bueno lucra ir 
abriendo bai.i.cras. en ~ I C C I O .  pai-a que los contribuyentes 
españoles seamos iodos iguales ante la le!. y acaso lo que 
utbpicamcntc es lo nicjoi.. luego en la práctica resulta 

En dcliniti\.a, proponemos. pues. nuestra rclorma, que 
es parecida a la liiica de la Ley General Tributaria, rcs- 
poiidicndo a los criterios de mejora para la transparencia 
I'iscnl. pero dcsdc luego salvando el secreto prolesional. 
que -conlo saben SS. SS.- \.a a producir tal distorsión 
cii la opinión pública. tales dilicultadcs. tales rcsistcn- 
cins civiles que de iilguiia manera podianios ci'car un 
conl'licto siii necesidad. 

Por ello. pues, i.cpito, e n  la misnia linca de colnboix- 
cióii con los proyccios v con los deseos del Gobicwio. 
ci'ccnios que lo bueno en esle caso es mejor que  lo iiieior. 
dicho sea con iniisinio respeto. 

pc1.judicial. 

El scnor PRESIDENTE: Para dcicnsa de l a s  enmiendas 
77 v 149, del Grupo Popular. anibas de supresión. iiciic la 
palabra el scnor Rcncdo. 

. El senor RENEDO OMAECHEVAKRIA: Los argunicn- 
tos ya se han repetido y los nuestros son prácticamente 
idciiticos a los que se han cspucsto en intervenciones 
anteriores. Entendemos. y asi lo nianilcstamos a travl's 
de nuestras enmiendas. que el problema del secreto ban- 
cario es algo que se csiá tratando de una manera quizá 
irrcllcxiva a travi.s de una lluvia constante de disposicio- 
nes; tengamos en cuenta que acabanios de regular esta 
niisma materia, precisamente en el tema del secreto ban- 
cario. nada menos que en tres disposiciones: en la ley 
sobre coclicicntcs. en la ley de activos linancicros, que se 
vio ayer en el Pleno de esta Cámara. y ahora en esta Icv 

de represión del fraude fiscal y de modificación, por tan- 
to, de la Ley General Tributaria. 

Creemos que el problema no es tanto de  disposiciones 
legales cuanto de  gestión. La Administración pública hoy 
tiene una información-más que suficiente (que quizá no 
es capaz de manipular y de tratar de  una manera ade- 
cuada) v no existen serios obstáculos para la investiga- 
cibn prácticamente de  todas las situaciones que puedan 
encontrarse aqui. Como consecuencia de ello, con esta 
lluvia constante de disposiciones lo que se hace es crear 
mucho escándalo en la opinión pública, una alarma qui- 
zá injustificada, porque no se persigue nada con ello; 
todo eso. más que un rendimiento efectivo. 

En cuanto al secreto profesional, abundando en los ar- 
gumentos ue antes se han senalado v reconociendo que la 
nueva redacción que se da  a esta importantísima materia 
en el texto elaborado por la Ponencia supone indudable- 
mente un gran avance respecto de la redacción primitiva 
del texto remitido por el Gobierno, que era absolutamen- 
te inaceptable. sin embargo pensamos que la nueva rc- 
dacción exige una meditación adecuada. Se trata de una 
materia de tan gran trascendencia que nos reservamos, 
poi- tanto, el  mantenimiento de la enmienda y adoptare- 
mos una posición definitiva respecto a la misma en el 
ptósimo Pleno. 

El señor PRESIDENTE: Scnor PC;rcz Rovo, para dcfen- 
sa de su enmienda 45. tiene la palabra. 

El scnor PEREZ ROYO: Mi enmienda es parcialmente, 
incluso yo diría que muy parcialmente, coincidente con 
las que han sido defendidas anteriormente, puesto que a 
nosotros nos parece correcta la regulación que del secre- 
to bancario se efectúa en la refundición del artículo 1 1  1 .  
En cambio. estamos en contra de que se elimine el secre- 
to prolesional. 

En cuanto al tema del secreto bancario, si no ando 
equivocado, lo único que estamos haciendo con esta ley 
es sencillamente refundir e integrar en la Lev General 
Tributaria normas que al menos sustancialmente existen 
va en nuestro ordenamiento a partir de la Ley 50í1977. 
En consecuencia, me parece que el tema en cuanto a lo 
sustancial está zanjado; al menos a nosotros nos parece 
correcto. y es correcta igualmente la inclusión en la Lev 
General Tributaria. 

Tambicn nos parece muy correcto que se aproveche 
esta inclusión para acomodar la Ley General Tributaria 
a la Constitución y eliminar. entre las exclusiones del 
deber de colaboración, a los sacerdotes en relación con 
los asuntos conocidos en el ejercicio de su ministerio. 
Esto hace falta quitarlo, entre otras cosas por coherencia 
con la Constitución; aparte de que y a  no se sabría exac- 
tamente del culto que se trata, puesto que en la época de 
la Ley General Tributaria no había más que un culto en 
Espana, al menos permitido, v ahora hay más. 

En cambio. nos parece muv mal la eliminación del 
secreto profesional; es decir, la eliminación de las exclu- 
siones del dcber de colaboración a los supuestos del se- 
creto profesional. Habrá que delimitar exactamente cuál 
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es el secreto profesional y habrá que tener cautela para 
evitar que, amparándose en el secreto profesional, se iii- 
cumpla esta obligación. Como digo, habrá que delimitar 
exactamente cuál es el secreto profesional, por ejemplo el 
sccrcto que deben mantener los profcsionalcs dc la abo- 
gacia en relación a las relaciones que tengan con sus 
clientes, incluso relaciones con trascendencia económica 
naturalmente; con trascendencia económica quiero decir 
en cuanto a los hechos que se les someten, otra cosa es, 

por ejemplo, si abarca el secreto profesional el decir 
cuánto le han cobrado de minuta al cliente, que cvidcntc- 
mente esto n o  es secreto profesional. Igualmente basta 
pensar en el caso de los periodistas que pueden conocer 
cosas por secreto profesional que n o  deben estar obliga- 
dos a revelar. ;Por qui.? Porque en definitiva aquí lo que 
se produce es una colisión entre dos bienes juridicos, el 
derecho a tener una prensa libre y el derecho a tener 
unos ingresos correctos para el Estado. Pues bien, \'o creo 
que en esta colisión de bienes ,juridicos es de niayor cate- 
goría el primero y que, en consecuencia, aun siendo cons- 
ciente de los perjuicios que  pueden derivarse para el Es- 
tado, es menester niantcncr el secreto prolcsional. Se 
pucdc poner el cabo, poi. cjcniplo, de los prolesionales de 
las auditotias; seria un contrasentido que ,  en una prol'e- 
sión que se basa precisamente en la conl ianu ,  la Hacicn- 
da pudiera ir a preguntar a los auditores que Ic dijeran 
los resultados de la auditoria; así, entre oiras cosas. se 
ahorraban de trabajar los inspectores que se pagan con 
los dineros públicos. 

Por todas estas razones, y por muchas mas que se po- 
drian decir, y o  creo que es un despropósito que además, 
con toda seguridad. si se plantea ante los tribunales va a 
ser declarado anticonstitucional. si se Ic plantea al tribu- 
nal competente. Me parece que no añade nada a la ley v ,  
en cambio, la perjudica gravemente. 

El scnor PRESIDENTE: Señor Pi.i-c~ Royo. y o  conlio 
en que usted haya leído el apartado 5 de este articulo I I I 
que fue reformado en la Ponencia, en donde gran parte 
de las argumentaciones que usted acaba de dar estaban 
quizá recogidas. 

El señor PEREZ ROYO: N o ,  señor Presidente. Esto es- 
taba ya en el primitivo proyecto, y n o  se trata -110 va- 
mos a hacer la discusión- de datos cuya revelación 
atente al honor o a la intimidad personal y familiar; una 
persona pucdc conocer un dato que no atenta al honor ni 
a la intimidad personal y famñiar y no comunicarlo a la 
Hacienda en razón del secreto profesional. 

El señor PRESIDENTE: Lo que le pido es que siga 

Para contestar a estas enmiendas, tiene la palabra el 
levendo hasta el final del párrafo. 

señor García Ronda. 

El senor GARCIA RONDA: Dcsputis de la modificación 
que se ha hecho con respecto al primitivo provecto, y que 
creo que salva prácticamente todos los inconvenientes 
que existían. no entiendo cómo las diversas oposiciones 
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al Grupo mayoritario de la Cámara siguen insistiendo en 
lo mismo. Yo creo que es por el deber de oposición sim- 
plemente. En primer lugar, contestando a la proposición 
del señor Garcia Agudin. y o  diria que esa proposición de 
modificación diliculta desde luego la colaboración, cvi- 
dcntcmcn te. 

Por otra parte, en cuanto a la propuesta del scnor Xi- 
coy, ci'co que e l  hablar de «sin perjuicio del bccrcto pro- 
fesional)) resulta tan amplio y ambiguo que mctcria en 
eso del secreto prolcsional absolutamente a todo el inun- 
do, seguramente. ;Cómo dcl'inirlo esactamente? Eso es lo 
que pretende hacer este canibio e11 la  Le!, Gciicial Tribu- 
taria. 

U n  apunte: si se dice que esto es L I I I  atropello, sustaiiti- 
\'o que nic p a r c c ~  csccsi\.;iiiieiitc luci.tc. iatiibicii se po- 
dria decir, cti sentido coritrario, que se pucdc calilicar de 

ncra verbal tan brutal. casi. 
En cuanto al sccrcto prolcsioiiril. yo creo que  está p c ~  

Icctanicntc conectado lo que iiqui se coritcnipla, cii cstc 
articulo I I 1 ,  con lo quc cl propio iiriiculo 360 dcl Código 
Penal dice a cstc respecto. 

Diria tarnbicri que h a y  ti'cs puntos donde se rc\.cla q u e  
hay una cauicla, una cnornic caute la ,  por parte de la 
Ponencia al tratar este tenia, i!I tratar cI tenia clc la rc\,c- 
lación de datos, por decir asi; en primet. lugar. en el 
apartado 3, donde al hablar de los nioviniiciitos de cucn- 
tas corrientes. ctci.tcra, priiiicro se iicccsita la autorim- 
ción del Dircctoi. General o del Dclcgxlo de Hacienda. y 
además ~ ~ d e b c r á n  prccisarsc las operaciones objeto de in- 
\.cstigación, los sujetos pasiws alcctaclos poi. la conipro- 
bación c inucstigacioii \' el alcance de la misma en cuan- 
to al periodo de tiempo». Creo que no se pucdc ceñir niás 
de la petición de datos. 

En cuanto ii la obligación de colaboracióii, \o quisiera 
rccordar la Orden de 14 de ci1ci.o de 1978, C I I  qiic. ya no 

diría que cl legislador, si no prccisaiiicnic la Adiiiiiiistru- 
ción, en cuanto. que es una Orden Ministerial, se iiiucbtra 
incluso niás dura que en este proyecto que estamos dcba- 
tiendo. Lo que ocurre es que. conlo todos sabemos. no se 

ha cumplido la inmensa rnayoi-ia de ese iárrago de dispo- 
siciones que existen. y ahora lo que se trata es de que 
vayan a cumplir. Y o  tambitin a este respecto quiero decir 
que el Gobierno Socialista está decidido a que se cuni- 
plan de una \w. Y bueno es que la propia Lcy General 
Tributaria, siendo SI niarco niayor de Icycs liscales que 
hay, sea la quc sc modifique para permitir que. a partir 
de ella, sea posiblc el derivar toda una legislación, con 
objeto de que ya no haya esas cscapaiorias o esos incuni- 
plimicntos, y ,  aludiendo a mi tierra, yo diria que. esa 
especie de pase lora1 que continuamente se han otorgado 
a si mismas muchas de las entidades que tcnian el deber 
de colaboración, además con la anuencia y la tolerancia 
de las Administraciones anteriores. 

En cuanto a las obligaciones de los profesionales, y 
este es el punto 5 .  hay aquí un segundo momento de 
cautela. en lo relativo a facilitar datos. Desde luego está 

perfectamente ccnido al ejercicio de la profesión y a la 
prestación de servicios profesionales, de asesoramiento o 

falta dc volutitad dc colüboi.iicióti CI opoiici'sc dc 11iü- 
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de defensa. etcétera, como no podia ser menos. Se respe- 
ta el secreto profesional, pero no con una amplitud que 
seria absurda, absoluta y universal. Se respeta lo que es 
verdaderamente secreto profesional, porque la almendra 
de la cuestión está en la palabra aprofesionalu. 

En tercer lugar, hay que decir que también otro mo- 
mento de cautela está en el apartado 6 ,  cuando se tipifica 
como falta disciplinaria muv grave cualquier infracción 
del deber de sigilo en cuanto a autoridades, funcionarios, 
ctcbtcra. 

Creo que el artículo ha recogido todas aquellas inquic- 
tudcs muy razonables que existían; lo deja muy bien pre- 
parado para que sea defendible en cualquier caso, por 
supuesto en el Pleno, y ante cualquier tribunal al que 
cualquiera de SS. SS. o de los Grupos a los que rcprescn- 
tan tengan la tentación de llevarlo. 

El señor PRESIDENTE: ;Señor Pbrcz Royo, quiere r& 
plica o renuncia a ella? 

El señor PEREZ ROYO: N o  renuncio, porque además 
el scnor Presidente antes me indicó que leyera, y creo 
que era importante lo que me indicó. ((Tampoco alcanza- 
rá aquellos datos confidenciales de sus clientes de los 
que tenga conocimiento como consecuencia de la prcsta- 
ción de scr\icios prolesionales o de asesoramiento o dc- 
Icnsan. Esta es la incorporación que se ha hecho en la 
Ponencia, incorporación que, a mi juicio. sigue sin solu- 
cionar el problema. En primer lugar, se habla de datos 
confidenciales; el trato profesional puede abarcar incluso 
a datos que n o  sean estrictamente confidenciales. En sc- 
pitido lugar, se csccptúan unicamcntc los prolesionales 
de asesoramiento o dclknsa. Yo he puesto anteriormente 
un supuesto importante. el caso dc los periodistas o el 
caso de los prolesionales de auditorias. 

Pero es que hay más todavia: es que aqui se dice que 
toda persona natural o ,juridica estará obligada a propor- 
cionar a la AdministraciOn, y la consecuencia de este in- 
cumplimiento, que puede no  necesitar requerimiento ex- 
preso de la Administración, cs la conminación de una 
infraccibn simple que p u d e  scr castigada con multas 
incluso elevadas. 

iQub significa esto? Significa automáticamente, intcr- 
prctando la letra (una interpretación que naturalmente 
es absurda. pero justamente para no propiciar intcrprc- 
tacioncs absurdas hay que hacer las leyes bien) que todo 
auditor al que le encarguen una auditoria de una empre- 
sa, que descubra que esta empresa tiene su contabilidad 
en lorma que no es correcta desde el punto de la Icgisla- 
ción fiscal. e inmcdiaiamcntc no se vaya a Hacienda. 
incluso sin que se lo requieran. a comunicarlo, seria reo 
de una infracción simple, sancionable con multa de va- 
rios miles de pesetas. A mí esto me parece que es senci- 
llamente una cosa absurda; tan absurda es que no va a 
tener efectividad. Pero la primera misión del legislador, 
como la de cualquier ser humano, es comportarse racio- 
nalmentc, y en aras de esa racionalidad es por lo que 
mantenemos la enmienda. 

El señor PRESIDENTE: iAlgún Grupo más quiere un 
turno de réplica? (Pausa.) El señor Carcía Ronda tiene la 
palabra. 

El señor GARCIA RONDA: Un momento nada más, pa- 
ra decir que las afirmaciones del señor Pérez Royo son 
todavía más sorprendentes en cuanto que hay lo que po- 
dríqmos llamar contumacia en el error. 

Creo que las auditorías están perfectamente incluidas 
dentro de lo que se pudiera llamar asesoramiento y ,  por 
tanto, no estarán obligadas a esa urgencia inmediata pa- 
ra llevar esos datos, más o menos confidenciales, a la 
Hacienda Pública. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a las votaciones de 
las enmiendas a este articulo 1 1  l .  

Votamos las enmiendas números 10 y 1 1 ,  del señor 
Rodrigucz Sahagún. ya defendidas con anterioridad. 

Efictiiada la iwtacióri. dio el sigitierite resriltudo: Votos a 
fuiwr, ririo; eri coritra, 14; abstericiories, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Votamos las enmiendas 77 y 149, del Grupo Parlamen- 

tario Popular. 

E/&*tirudu ku iwtucióti, dio el sigirietite residtudo: Votos u 

fuiwr, tres; eri coritra, 14; abstericioties, irtia. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Votamos las enmiendas números 100 y 101, del Grupo 

Parlamentario Minoría Catalana. 

E/&.tiiüdu lu i ~ o c i ó r i ,  dio el sigiiierite resiiltado: Votos a 
fuiwr, tres; eri coritra. 14; uhstericiories, i i r iü .  

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Se somete a votacibn la enmienda número 180, del 

Grupo Parlamentario Centrista. 

Efkt i iada la ivtacióri, dio el sigiiierite resriltudo: Votos a 
fuiwr, tres; eri coritru, 14; uhstericiories, irria. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Votamos ahora la enmienda número 45, del senor Pé- 

rez Royo. 

Etictiiada la iwtucidii, dio el sigriiertte resiiltado: Votos a 
fuilor. ciiutro; eri cotitra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Votamos el articulo 1 1  1 de la Lev General Tributaria, 

según el informe de la Ponencia. 

Efkctitada la iwtucióri, dio el sigrtierite resrtltado: Votos a 
fuilor, 14; eri coritra, tres; abstenciones, nna. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 
1 1 1 .  
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Entramos en el artículo 112 de la Lev General Tributa- 
ria, originariamente disposición adicional tercera del 
proyecto de ley enviado por el Gobierno. 

Existen dos enmiendas pendientes a este artículo, que 
son la 181, del Grupo Parlamentario Centrista, v la 150, 
del Grupo Parlamentario Popular, que pretende la suprc- 
sión. 

Para la defensa de la enmienda 181, del Grupo Centris- 
ta, tiene la palabra el señor García Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presidente, es una 
enmienda verdaderamente corta v reducida, y por ello 
mi intervención va a ser brevísima. 

Pretendemos la eliminación de un apartado y de una 
expresión. El apartado es el segundo del número 1 ,  por 
entender que prácticamente tiene una cierta naturalcLa 
cxtrana, v sería mucho mejor que con carácter rcglamcn- 
tario se pudiese regular. N o  se olviden SS. S S .  que csta- 
mos aquí contemplando un deber genérico de colabora- 
ción, así se define en la Ley General Tributaria, y por ello 
es verdad, y es aceptable, que todas las autoridades, cor- 
poraciones, sociedades estatales, cámaras, ctcbtcra, cstbn 
obligadas a suministrar los datos que conozcan. Así dice 
el número 1 ,  extcnsisimo, pero perfectamente cuidado, y 
que nosotros respetamos prácticamente en su integridad. 

Hay un párrafo segundo de este mismo número 1 que 
indica que. además, están obligados a participar en la 
gestión o exacción de los tributos mediante las advcrtcn- 
cias, repercusiones y retenciones documentales. A noso- 
tros nos da la impresión de que eso de que se participe 
«en la gestión» del tributo es un poco exccsivo. y aunque 
es verdad que en algunos tributos y en algunos impucs- 
tos se establecen otros deberes cspc 
ción, llegando incluso a la retención, y eso determina 
otra figura perfectamente controlada por la Ley General 
Tributaria, creemos que sería mejor dejarlo en su sitio 
especial y no introducir aqui, como un deber gcnkrico de 
colaboración, incluso en la gestión de los tributos mc- 
diante advertencias, repercusiones y retenciones, que es 
dudoso que configuren verdaderos actos de participación 
en la gestión tributaria. 

La segunda parte de nuestra enmienda es casi de tipo 
anecdótico. En el número 2,  cuando se extiende esa obli- 
gación de colaboración y de participación en la gestión a 
los sindicatos y a las asociaciones empresariales, propo- 
nemos que se elimine a los partidos políticos por ser 
unas figuras un poco atípicas; creernos que sería mejor 
que no se metieran en csta norma. Sin ninguna reserva, 
sin ninguna querencia especial -nótese que nosotros, en 
concreto, somos los mcnos defensores de partidos políti- 
cos fuertes o pequeños-, creernos que es un poco extra- 
ño que se mencione aquí a los partidos políticos, que son 
una figura parlamentaria y n o  gestores tributarios. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
da  150, del Grupo Popular, tiene la palabra el senor Re- 
nedo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Esta enmienda 

tiene como finalidad, exclusivamente, el que sc climinc a 
los partidos políticos, a los sindicatos y a las asociaciones 
empresariales de las obligaciones que se les imponen a 
una serie de entes públicos. Y ello porque entendemos 
que así como, en  el apartado anterior, las autoridades, 
entes públicos territoriales, organismos autónomos, so- 
ciedades estatales, inutualidadcs, ctcctcra, tienen un ca- 
rácter público, son entidades de Derecho público que es- 
tán sometidos a un especial deber de colaboración con la 
Administración pública. en este caso se trata de cntida- 
des, no diria yo  de carácter p r i \x lo ,  porque no se pucdcn 
considerar como sociedades, pero si, dcsdc luego. entes 
que no  tienen naturaleza pública y c ~ i y o  tlcbci. tlc colabo- 
ración debe estar sometido a las rcplas generales que 
existen para toda clase de personas. 

Hay que advertir que la redundancia e n  prcccptos tlc 
csta naturaleza, del deber de colaboración. prcccptos lar- 
guísimos, no  conducen a nada en muchas ocasiones, si 
tenemos en cuenta que el articulo I I I comienza \ 'a csta-  
blccicndo el principio de que toda persona natural o ,jui.i- 
dica, pública o privada, está obligada por siiiiplc dcbcr 
de colaboración con la Administración, ;i i.cali/.ni. ~ i t i a  

serie de actividades de inlorniación y de comunicación 
con la misma. 

El incluir, por tanto. estas entidades dentro de los cs- 

pccialcs deberes de colaboración que se csigcii a los po- 
dcrcs públicos nos parccc inadecuado \. pretendemos, 
por tanto. la eliminación de este precepto. 

El señor PRESIDENTE: El scnor Garcia Koiicli i  ticiic 

la palabra. 

El señor GARCIA RONDA: Para contcstni' i i  los ititcn~i- 
nicntcs anteriores. cii el sentido de que es coii\,ciiicntc 
que, tanto autoridades conio todos los ciitcs que l'iguraii 
en esa relación casi exhaustiva, tengan este dcbci. de co- 
laboración, incluidos los partidos politicos. 

En el primcr.caso, porque, en clCcto, en muchas ocii- 
siones tienen datos con trascendencia tributaria, cmpc- 
zando por los sueldos que pagan a luncioriarios. ciiiplcn- 
dos, etcktcra. Y ,  en segundo lugar. otro tipo de datos, 
como compras. ctcbtcra. que no  sería cucstióii de cnunic- 
rar. 

En cuanto a los partidos politicos. sindicatos y asocia- 
ciones empresariales, la verdad es que excluirlos no sciia 
muy bien entendido. Creo que hasta ro~aria u n  poco una 
especie de picaresca por parte de los propios Icgislado- 
res, ya que todos nosotros pertenecemos a partidos poli- 
ticos, incluso a sindicatos o a asociaciones cmprcsarialcs, 
en su caso, y no me parccc que sería entendido. 

Creo que el que cstc ahí no está mal. Aunque se supone 
que tambitk quedaban incluidos, pero bueno es que se 
diga, porque tambikn los partidos, los sindicatos y las 
asociaciones empresariales t ienen datos con trasccndcn- 
cia tributaria. De tal manera que, a petición de la propia 
Hacienda, como ya se dice en el apartado 1 ,  estos entes 
suministrarán los datos con trascendencia tributaria y 
antecedentes, mediante disposiciones de caráctcr general 
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o a través de requerimientos concretos. Bien está que se 
diga ahí. 

Me parece que *auto-hacernos* prácticamente una ex- 
cepción no sería ni entendible ni justo para la ciudadanía 
en general. 

En cuanto al segundo párrafo del apartado 1 ,  que el 
señor García Agudín habla de modificarlo en algún senti- 
do, yo le diría que en algún trámite posterior quizá pu- 
diéramos modificar alguna de las palabras que ahí se 
ponen. Yo he de reconocer que la palabra ((gestión. no 
parece ser la más afortunada en cuanto que parece que la 
gestión está encomendada exclusivamente a la propia 
Administración. Pero, en fin, sin cambiar sustancialmen- 
te lo que dice ese párrafo, podríamos hacer una redac- 
ción un poco mejor, en congruencia con lo que el señor 
García Agudín pide. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar, en primer lu- 
gar, la enmienda número 150. del Grupo Parlamentario 
Popular. 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, tres; en contra, 12; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Se desestima la enmienda 
Enmienda 181, del Grupo Parlamentario Centrista. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, cuatro; en contra, 12. 

El señor PRESIDENTE: Se desestima la enmienda. 
Votamos el articulo 112, de acuerdo con el informe de 

la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor. 12; en contra, tres; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 
112. 

El próximo articulo reformado referente a las infrac- 
ciones tributririas es el 113.2 de la Ley General Tributa- 
ria, que recoge la disposición adicional octava del 
proyecto remitido por el Gobierno. 

Quiero advertir a SS. S S .  que ha habido un error de 
transcripción también en el anexo del informe de la Po- 
nencia, ya que en la página 23, donde acaba este artículo 
i 13.2, repite infracciones tributarias de ocultación, cuan- 
do tiene que ser «graves». Este es un puro error que no 
supone la existencia de un nuevo tipo de infracciones. 

Las enmiendas pendientes a esta disposición adicional 
octava son la 78, del Grupo Parlamentario Popular, y la 
102, de Minoría Catalana. Para defensa de la enmienda 
102 tiene la palabra el señor Xicoy. 

El señor XICOY BASSEGODA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Tiene esta enmienda un carácter de perfeccionamiento 
técnico. Lo que pretende es delimitar los supuestos de 
publicidad y, por eso, añadimos concretamente en nues- 

tra redacción un segundo párrafo en el que se explicita el 
alcance de la sanción superior a cinco millones de pese- 
tas, que también contempla el proyecto, para matizar o 
especificar que la expresada cuantía se entenderá referi- 
da a cada período impositivo, en el caso de tributos pe- 
riódicos, y a cada concepto por el que un hecho imponi- 
ble sea susceptible de liquidación, en el caso de tributos 
no periódicos. Creo que perfecciona el redactado de la 
Ponencia y creemos que merece la consideración de la 
Comisión. 

El señor PRESIDENTE: Enmienda 78, del Grupo Par- 
lamentario Popular. Para su defensa, tiene la palabra el 
señor Renedo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Queda retira- 
da. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Socialista, tiene la palabra el señor García Ronda. 

El señor GARCIA RONDA: Agradecemos al Grupo Po- 
pular la retirada de su enmienda, ya que nos parecía 
que, en efecto, estaban también recogidas esas inquietu- 
des a las que aludíamos en otro momento de la interven- 
ción. 

En cuanto a lo que propone el señor Xicoy en nombre 
del Grupo de Minoría Catalana, hemos de decir que tam- 
bién podríamos, en algún trámite posterior, matizar qui- 
zá en algún aspecto lo que dice, para concordar, asimis- 
mo, con lo que el propio Código Penal necesita en el 
aspecto de la infracción y su correspondiente sanción de 
tipo penal. Creo que tendremos ocasión de parlamentar 
en ese sentido antes de ese trámite posterior y antes de 
que la ley pueda ser promulgada, en su caso, definitiva- 
mente. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos a votación la en- 
mienda 102, de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, tres; en contra. 12; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 

Votamos el artículo 113, apartado segundo, según el 
mienda. 

informe de la Ponencia. 

Efectuada la volacidn, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 12; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 
113, punto 2 ,  de la Ley General Tributaria, de acuerdo 
con el informe de la Ponencia. 

Entramos en el artículo 140 de la Ley General Tributa- 
ria, que no tiene antecedente en el proyecto de ley envia- 
do por el Gobierno, sino que fue introducido por la Po- 
nencia. En consecuencia. al no haber enmiendas, si algún 
Grupo Parlamentario quiere pronunciarse sobre este ar- 
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tículo 140, que en realidad introduce el apartado c) del 
artículo 140, hoy todavía vigente, seria ésta la ocasión 
para hacerlo. 

El señor Renedo tiene la palabra. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Al ser un artí- 
culo nuevo, que nos hemos tenido ocasión de estudiar 
suficientemente, sólo querría hacer una observación rela- 
tiva al apartado c) del artículo 140, en cuanto que se 
atribuye a la Inspección de los Tributos la práctica de las 
liquidaciones tributarias, lo que supone una modifica- 
ción del régimen legal actualmente vigente que, a su vez, 
ha sido modificado con posterioridad. Dado que esta in- 
novación puede suponer un cambio importante en los 
sistemas de gestión, anunciamos nuestra abstención en 
relación con el artículo. 

El señor PRESIDENTE: Se somete a votación el artí- 
culo 140 directamente. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 16; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Se aprueba el artículo 140 se- 
gún el informe de la Ponencia. 

Artículo 145.3 de la Ley General Tributaria. Este artí- 
culo 145 tiene su origen en el artículo 17 del proyecto de 
ley enviado por el Gobierno, aunque fue redactado de un 
modo distinto por la Ponencia, introduciendo algunas 
modificaciones que SS. SS. ya conocerh al haber leído 
cl informe de la Ponencia. Había, sin embargo, varias 
enmiendas pendientes a este articulo 17 primitivo, que 
son la 43, de don Fernando Pérez Royo, que se da por 
decaída; la 74, del Grupo Popular; la 147, del Grupo Po- 
pular: la 176, del Grupo Centrista; la número 8, de don 
Agustín Rodríguez Sahagún, que ha sido ya defendida; la 
número 98, de Minoría Catalana y ,  finalmente, la 73, del 
Grupo Parlamentario Popular. 

Para defensa de la enmienda 98, de Minoría Catalana, 
tiene la palabra el señor Xicoy. 

El señor XICOY BASSEGODA: Nuestra enmienda pre- 
tende suprimir el punto 2 del antiguo articulo 17 del 
proyecto. N o  creemos que se halla en consonancia con 
los vigentes principios constitucionales el hecho de dar la 
presunción de veracidad al contenido de las actuaciones 
de la Inspección tributaria. El principio de inocencia que 
se establece en nuestra Constitución tambikn es aplicable 
en materia tributaria, y aquí en este proyecto de precep- 
to lo que se hace es invertir la presunción de inocencia 
por una presunción de culpabilidad. En definitiva, lo que 
hará constar un inspector será infracciones, datos sobre 
los cuales basar determinadas infracciones, contra las 
cuales solamente prevalecerá la prueba en contrario. O 
sea, que queda relevada de prueba la Inspección, la Ad- 
ministración, y se carga totalmente en el contribuyente 
la obligación de prueba. Aquí el inocente es el inspector y 
el culpable es el contribuyente. Creemos que esto no se 
ajusta a nuestros principios constitucionales y por eso 

solicitamos de la Comisión la supresión del punto segun- 
do de este artículo. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
.da 176, del Grupo Centrista, tiene la palabra el señor 
García Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presidente, efectiva- 
mente, no cabe desconocer la gran influencia que en la 
materia ha introducido la Constitución española con su 
presunción de inocencia, a la cual se hacia referencia 
hace muy breves momentos pqr el Diputado señor Xicoy. 
La práctica de muchos años de defensa del Estado ante 
los tribunales de Justicia nos ha puesto de relieve que si 
bien anteriormente era fácil defender un principio juris- 
prudencial, acaso legal, porque la Ley General Tributaria 
había establecido también la presunción de legalidad en 
la actuación administrativa, si, como digo, hasta la apa- 
rición de la Constitución era fácil defender la presunción 
de acierto y legalidad de todas las actuaciones adminis- 
trativas, una vez aprobada, felizmente aprobada, la 
Constitución esp añola con su presunción de inocencia a 
favor de todos los administrados, se hizo casi imposible, 
muy dificil en todo supuesto, defender este criterio pare- 
cido al que aquí se quiere establecer, cual es el de 1ii 
presunción de acierto de las actas de la Inspección de 
Trabajo o la presunción de legalidad de las actas de Ha- 
cienda, es decir, la presunción de legitimidad de todas 
las actuaciones generales de la Administracih pública. 
Porque, efectivamente, suponen una inversión en la car- 
ga de la prueba. Bastaría ahora a la Hacienda pública u n  
acta hecha, cierto que con el máximo respeto al procedi- 
miento y acaso con la máxima diligencia, para invertir la 
carga de la prueba, porque la Inspección de Hacienda, en 
definitiva la Administración del Estado, queda relevada 
de cualquier otra aportación de prueba y con eso basta- 
ría para, en principio, ver prosperar sus tesis respecto a 
las infracciones tributarias ante cualquier tribunal de 
Justicia. 

Nosotros creemos que es materialmente imposible que 
se defienda ante una jurisdicción contenciosa la tesis de 
que las presunciones establecidas por la inspección de 
Hacienda van a misa, diríamos de una forma vulgar, y 
que es el contribuyente el que tiene la penosa carga de 
probar lo contrario, con lo cual en algún supuesto incu- 
rrimos en aquella, no digo «probatio» diabólica que di- 
cen los clásicos, pero sí cn la imposibilidad de probar 
hechos negativos. «Yo no he cometido eso, pero no lo 
puedo probar., es un hecho negativo de difícil probanza. 
Al amparo de lo establecido en la Constitución no sería 
suficiente que la Ley ahora establezca esa presunción de 
acierto, eSa presunción dc exactitud. Efectivamente, 
mejora un p o c ~  la decisión general que la anterior redac- 
ción de la Ley General Tributaria podía tener al respecto, 
pero creemos que no se puede defender y que cualquier 
actuación de la Hacienda pública que pretendiese ir per- 
trechada solamente en este precepto legal chocaría con 
la, sin duda, más crítica consideración de los tribunales 
de Justicia, porque atentaría a la Constitución. 
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Para no someternos a riesgos de inconstitucionalida- 
des, que creemos que estamos rozando, y acaso arruinan- 
do una actuación de la Inspección de Hacienda, creemos 
que no habría inconveniente ninguno en que se mantu- 
viese la tesis de que las actas de la Inspección de Hacien- 
da  merecen la consideración y tienen la naturaleza de 
documentos públicos, pero, de alguna manera. habría 
que suavizar la expresión segunda del párrafo en el scnti- 
do de que no pueden hacer prueba, porque eso supone la 
inversión de la carga de la prueba que la Constitución 
española felizmente ha establecido. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
da  número 73, que supone la adición de un párrafo nuevo 
a este articulo, v de la 74 v 147, ambas de supresión del 
articulo, tiene la palabra el señor Rencdo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: En cuanto a la 
enmienda 147, que vov a defender en primer lugar por 
cuanto que pido la supresión. se parte de los mismos 
argumentos que se acaban de exponer aquí y no vov a 
insistir especialmente en cllos. 

Consideramos que dentro del orden constitucional es- 
panol la presunción que se establece es absolutamente 
disparatada. Porque el hecho de que las actas de los ins- 
pectores sean documentos publicos no determina más 
que. como dice el Código Civil, hacen fe del hecho de su 
otorgamiento y de la fecha de este, pero en ningún caso 
de su contenido, que podrá ser cierto o no cierto, depen- 
diendo de las circunstancias. Como se ha señalado aquí, 
una cosa es la presunción dc legalidad de los actos adrni- 
nistrativos y otra cosa es la presunción de veracidad de 
los hechos en cllas reflejados, que no tienen nada que 
ver, y al establecerse esta presunción, a pesar de que el 
ti.rmino ha quedado en  cierto modo dulcificado por la 
nueva redacción que se da en la Ponencia. esto implica. 
s in  embargo, un desplazamiento de la carga de la prucba 
absolutamente insostenible que coloca al ciudadano en 
una situación de absoluta indclensión en muchos casos, 
por cuanto que tiene que probar la no existencia de los 
hechos que allí se afirman existentes. La prueba de los 
hechos negativos sabemos todos por experiencia profc- 
sional lo dificil que resulta. 

Consideramos que es un principio inconstitucional y 
que dificilmcntc, como se ha señalado aquí hace un mo- 
mento, seria defendible ante la jusisdicción contencioso- 
administrativa, por lo que solicitamos su supresión en 
cuanto que significa una violación de un derecho esencial 
del contribuyente, el de poder exigir que sea la Adminis- 
tración pública la que pruebe los hechos en los cuales se 
basa para imponerle una determinada cuota o una deter- 
minada sancibn. 

En cuanto a la enmienda 73, se trata de añadir un 
apartado. lo que no implica naturalmente la conformi- 
dad con lo anterior, en virtud del cual, de acuerdo tam- 
bien con lo que se dispone en las normas establecidas en 
el ámbito penal, se garantice el derecho a la asistencia 
letrada, en los términos en que rcglamentariamente se 
establezcan, para los contribuventcs en  sus relaciones 

con la Administración pública. Creemos que la admisión 
de este principio, no una asistencia obligatoria, pero sí 
una asistencia voluntaria, sería un paso muy importante, 
de carácter progresivo y que facilitaría las relaciones de 
confianza y de colaboración que deben existir entre Ad- 
ministración y contribuyente. 

El señor PRESIDENTE: El señor Padrón, por el Grupo 
Socialista, tiene la palabra. 

El señor PADRON DELGADO: Rechazamos todas las 
enmiendas presentadas a este artículo 145.3. Nosotros 
pensamos que lo que figura en este artículo viene a confi- 
gurar una presunción de veracidad, pero en las actas y 
diligencias que elevan los inspectores tienen capacidad 
de obrar v de manifestarse las personas a las que se le- 
vanta el acta, tienen derecho a efectuar cuantas conside- 
raciones estimen opurtunas, v estas actas se levanta en 
base a una función inspectora en donde se van a compro- 
bar una serie de hechos v,  por lo tanto, no  se va a actuar 
en estas actas de una forma desconsiderada, sin tener en 
cuenta cuantas aportaciones v documentos pueda adjun- 
tar la persona a la que se le está sometiendo a esta acta. 

Nosotros pensamos que este artículo 145.3 viene a re- 
forzar la legislación en cuanto establece una serie de nor- 
mas que van a configurar que este tipo de actuaciones, 
las declaraciones y todas las actuaciones en cuanto al 
pago de deudas tributarias, signifiquen una moralización 
pública, en este sentido, ser consecuentes con todo el 
articulado del proyecto de ley. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación de las 
enmiendas a este articulo. Agrupamos las que son de su- 
presión. Por otra parte, tenemos la 73, del Grupo Parla- 
mentario Popular, que propone un texto nuevo de adi- 
ción. 

Votamos las enmiendas 98, 74, 147, 176 v la 8,  todas 
cllas de supresión. 

Efectituda la votac ih ,  dio el sigiiierite resriltudo: Votos a 
tuvor, tres; eri coritru, t i .  

El señor PRESIDENTE: Se desestiman las enmiendas 

Enmienda número 73, del Grupo Parlamentario Popu- 
de supresión. 

lar. 

Efectuada lu iwtucióu, dio el sigitierire resultado: Votos a 
távor, tres; eti toritru, ti. 

El senor PRESIDENTE: Se desestima la enmienda. 
Votarnos el artículo 145.3 de la Lev General Tributaria, 

según el informe de la Ponencia. 

Efectuada la votacidti, dio el siguierrte resultado: Votos a 
Iávor, i i; eri corilra, tres. 

El señqr PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 
145.3. 



- 

COMISIONES 
8349 - 

14 DE FEBRERO DE I98S.-NUM. 267 

El último de los artículos que nos queda es el 155.1 de 
la Lev General Tributaria, cuyo origen es la disposición 
adicional cuarta del provecto remitido por el Gobierno, 
que no tuvo ninguna enmienda en su momento. 

Sometemos a votación, por tanto, el texto del artículo 
según e l  informe de la Ponencia. 

E/&tiiuda lu iv~tucióii, / l i e  aprobado por iiiiuiiiijiidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Entramos en las disposiciones adicionales del proyecto 

La primera de ellas rccogc el articulo 18 de l  proyecto d 
ley enviado por el  Gobierno, y existe una enmienda. la 
número 177. del Grupo Parlamentario Centrista, y la cn- 
micnda número 5 ,  del señor Bandrcs. que proponia un 
articulo 18 bis. 

Para la dclcnsa de la enmienda 177, del Grupo Cciitris- 
ta. tiene la palabra el señor García Agudin. 

de ley. 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presidente, con toda 
brevedad, esta disposición adicional establece con carác- 
ter general que el Ministerio de Econoniia y Hacienda 
tiene competencias propias que podrá delegar, y luego 
define lo que ya casi era tradicional y clásico en el  Dere- 
cho administrativo económico español, que los delegados 
de Hacienda eran los representantes permanentes del Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda en su ámbito tcrrito- 
rial, y que c,jcrcerán la ,jcíatura de los servicios, progra- 
mas y actuaciones, ctcctcra. 

Sinceramente, una Ley General Tributaria tan impor- 
tante como la que hemos estado debatiendo hasta el prc- 
scntc, donde estamos configurando infracciones, sancio- 
nes. donde estamos tipilicando una serie de conductas de 
gran trascendencia, nos parece que es bajar el nivel. el 
definir aquí que el  señor Ministro de Hacienda puede 
delegar. Ya tenia en el ordenamiento vigente esta Iacul- 
tad perfectamente rcglamcntaria, y el que se dcfina aqui 
que los delegados de Hacienda son representantes pci.- 
mancntes, todo esto tiene muy poquitu que ver con la 
Lcv General Tributaria. Esto cabria dentro de una ley de 
procedimiento de gestión administrativa, dentro de una 
serie de disposiciones. De alguna manera, no innova na- 
da  v supone elevar, digamos, maycstáilcamcntc, algo 
simplemente reglamentario a la catcgoria de la Lcv Ge- 
neral Tributaria. 

Por ello, pues, sin hacer objccibn frontal, porque lo que 
dice es sensato v es casi la legislación vigente, creemos 
quc estaría mucho mejor el texto, suprimiendo estas rcfc- 
rencias que, por supuesto, no privan, en absoluto, a la 
administración tributaria de facultad alguna. ni ,  desde 
luego, al señor Ministro de Economía v Hacienda la posi- 
bilidad de delegar determinadas facultades. Por ello, el 
texto mejoraría en sencillez, suprimiendo esta barroca 
referencia a unas instituciones reglamentarias que cree- 
mos que n o  embellecen el texto. 

El señor PRESIDENTE: El señor Lagunilla tiene la 
palabra. 

El señor LAGUNILLA ALONSO: Muv brevemente por- 
que como el señor García Agudín ha dicho no añadc nada 
ni innova nada, pero si parece procedente que se mantcn- 
ga aquí. Lo que sí que ha hecho la Ponencia es sacarlo 
del articulado c incluirlo en una disposición adicional, 
pero, efectivamente, no vamos a entrar a estas alturas en 
polhnicas, porquc está recogido, pero parece procedente 
que se añada de nucvo aquí. 

El señor PRESIDENTE: Votamos la enmienda 177. del 
Grupo Centrista, a la disposición adicional primera del 
proyecto de ley: es decir., como ha dicho el ponente socia- 
lista. actualniente no forma parte de la Lcv General Tri- 
butaria esta disposición. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Enmienda número 5 .  del señor Bandrcs, dclkndida en 

la sesión del dia de aver. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Votamos la disposición adicional primera, de acuci.do 

con el inlormc de la Ponencia. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
La disposición adicional segunda rccogc la disposición 

adicional sexta del proyecto de ley y existen dos enmien- 
das pendientes que son la 151, del Grupo Parlamentario 
Popular, y la 182, del Grupo Parlamentario Centrista. 

Para la dclcrisii de la enmienda 182. tiene la palabra cl 
señor Carcia Apudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: De alguna manera introdu- 
cimos una referencia que nos parece necesaria y prccio- 
sa, el que efectivamente se facultc al Ministro de Econo- 
mía y Hacienda con el objeto de evitar el fraude fiscal 
para que pueda imponer la consolidación de estados f i -  
nancieros, pero decimos que a los efectos fiscales, porquc 
sería excesivo el que se predicase con carácter general 
que el scñor Ministro de Economía y Hacienda puede 
imponer contablcmcntc. administrativamente, mercan- 
tilmente, la necesidad de consolidar unos balances v 
unos estados financieros que las empresas tienen v que 
son muv libres de consolidar o no. 

De modo que el que se reduzcan las facultades del 
Ministerio exactamente a los efectos fiscales parece que 
es elemental, porque de otro modo, aunque estemos en 
una disposición de carácter económico-administrativo, 
sin embargo, podría entenderse que el señor Ministro de 
Economía v Hacienda introducía aquí una competencia 
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de carácter, diríamos, mercantil, que no sería más que 
perturbadora. 

En la segunda parte pretendemos que se elimine el 
final de la disposición adicional segunda tal como viene 
en el proyecto de que, aun en el supuesto de que no 
existiese una participación directa o indirecta en el 25 
por ciento del capital social, se faculte al Ministro de 
Hacienda para que tambien en algunas otras circunstan- 
cias más o menos atipicas, porque se puede presumir que 
se interfiere el poder de decisión, también quede faculta- 
do el señor Ministro de Hacienda para esa necesidad de 
consolidar los estados financieros. Creemos que es más 
claro, en primer lugar, como decíamos, el que se defina 
la potestad dentro del ámbito exclusivamente fiscal; y ,  
en segundo lugar, que se termine la norma allí donde se 
hgce referencia al 25 por ciento del capital social, para 
dejar completamente objetivado el supuesto en el cual el 
seíior Ministro de Hacienda puede hacer uso de esta fa- 
cultad excepcional. 

El senor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
da 15 1 ,  del Grupo Popular, tiene la palabra el señor Re- 
nedo. 

El senor RENEDO OMAECHEVARRIA: A través de la 
enmienda 151, el Grupo Popular pretende que se supri- 
ma esta disposición adicional segunda por cuanto que 
otorga al Ministro de Hacienda unas facultades que a 
nosotros nos parece que no están suficientemente delimi- 
tadas. 

Consideramos que es muy dificil determinar el poder 
de decisión dentro de un grupo de sociedades o entidades 
cuando la participación en el capital supera el 50 por 
ciento, pero que es materialmente imposible hacerlo 
cuando no llega a esta cifra, que es lo que en definitiva 
viene a reconocer esta disposición adicional segunda al 
permitir que se pueda imponer esta consolidación de es- 
tados financieros sin mediar esta circunstancia. 

Nos parece que la norma es excesivamente imprecisa, 
ambigua, que se utilizan conceptos económicos con muy 
poca claridad desde el punto de vista jurídico v que, por 
tanto, no es procedente su inclusión y menos al nivel de 
una Ley General Tributaria, que es lo que en definitiva 
estamos en estos momentos modificando. 

El seíior PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, el se- 
ñor Lagunilla tiene la palabra. 

El señor LAGUNILLA ALONSO: Muy brevemente, en 
primer lugar, al senor Garcia Agudín decirle que, efecti- 
vamente, la inclusión de ua efectos fiscalesw, aunque en 
principio parece desprenderse del texto, ya que estamos 
hablando de una ley fiscal, no lo queremos dejar cerrado 
en este momento. Lo estudiaremos para ver si en un trá- 
mite posterior fuera posible incluirlo, aunque repito que 
parece desprenderse, cuando estamos hablando de una 
ley fiscal, que la consolidación es a efectos fiscales. 

Respecto a la otra enmienda de supresión, nosotros 
creemos que, dentro de este principio de solidaridad y de 

evitar que se puedan utilizar distintos argumentos o eva- 
siones debido a la participación o no en unos porcentajes 
más altos o más bajos de distintas empresas unas en 
otras y en el carácter directivo de unas sobre otras, es 
necesaria esta disposición y vamos a votar por su mante- 
nimiento. 

El señor PRESIDENTE: Votamos la enmienda 15 1, del 
Grupo Popular, que postula la supresión. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, tres; en contra, 15; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Enmienda, del Grupo Centrista, número 182. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, cuatro; en contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Votamos la disposición adicional segunda, de acuerdo 

con el informe de la Ponencia. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 15; en contra, tres; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Disposición adicional tercera del proyecto de ley, se- 

gún el informe de la Ponencia, recoge la disposición adi- 
cional séptima del proyecto remitido por el Gobierno y 
existen dos enmiendas, las dos de supresión, una la 152, 
del Grupo Popular, y la segunda, la 183. del Grupo Cen- 
trista. 

Para la defensa de la enmienda del Grupo Centrista, 
tiene la palabra el señor Garcia Agudin. 

El señor GARCIA A.GUDIN: Señor Presidente, con la 
máxima brevedad, comentar que realmente nos parece 
que estamos legislando por legislar, porque yo no veo 
qué necesidad tiene la Ley General Tributaria de una 
disposición adicional como ésta, en la cual se dice que el 
Gobierno puede establecer que los sujetos pasivos pre- 
senten una declaración anual en algunas figuras que ya 
se determinarán en su día. Acerca de esta posibilidad que 
el Gobierno tendría de establecer que esa estimación 
objetiva singular se presente una vez al año, o que una 
declaración del Impuesto sobre la Renta se haga cuatro 
veces al año, o que el Impuesto sobre el Tráfico de Em- 
presas se presente dos veces cada semestre o cada trimes- 
tre, creo que ello está perfectamente regulado en las nor- 
mas vigentes. No me parece, lo digo con toda modestia, 
que fuera necesario introducir con carácter general una 
autorización legal, porque si no estariamos adoleciendo 
de irregularidades y, por consecuencia, como lo breve, si 
breve, es dos veces bueno, creemos que sería mejor supri- 
mir esta disposición adicional que en nada mejora la Ley 
General Tributaria. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
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da 152, del Grupo Popular, tiene la palabra el señor Re- 
nedo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: La enmienda 
152, del Grupo Popular, pretende asimismo la supresión 
de esta disposición adicional tercera, que nos parece 
completamente innecesaria, puesto que, como se ha se- 
ñalado anteriormente, o bien se trata de establecer un 
deber formal de carácter meramente reglamentario, que 
puede realizarse perfectamente por el Gobierno en virtud 
de las disposiciones en vigor, o bien se trataría de algo de 
más envergadura, de una carga u obligación de mayor 
envergadura, que, en cuyo caso, debería establecerse por 
ley, bien en ésta, bien en cualquier otra, por ejemplo en 
la Ley de Presupuestos, anualmente, en caso de que se 
considerase oportuno; pero nos parece completamente 
innecesario otorgar esta facultad al Gobierno, que o bien 
la tiene ya, caso de que se trate de deberes reglamenta- 
rios de mínima importancia, o no la debe tener, caso de 
que se trate de imponer, efectivamente, una nueva carga 
a los contribuyentes, aunque sea de carácter formal, que 
debería en todo caso regularse por ley. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista tiene 
la palabra el señor Lagunilla. 

El señor LAGUNILLA ALONSO: Muy brevemente tam- 
bién, dada la hora en que nos encontramos y la altura del 
debate. Simplemente he de aclarar que, efectivamente, la 
disposición adicional dice que el Gobierno podrá, en su 
caso, establecer esa necesidad y nosotros aconsejamos 
mantenerla por razones de perfeccionamiento y agilidad 
en el proceso de gestión tributaria que, al fin y al cabo, 
es lo que esta Ley pretende. 

El señor PRESIDENTE: ¿Se pueden votar conjunta- 
mente las dos enmiendas? (Asentimiento.) Votamos las 
enmiendas 152 y 183. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, cuatro; abstenciones, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Votamos la disposición adicional tercera, de acuerdo 

con el informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 14; en contra, tres; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
La disposición adicional cuarta no tiene antecedentes 

en el proyecto remitido por el Gobierno; fue introducida 
por la Ponencia y consiste exclusivamente en dar la mis- 
ma redacción al artículo 36.2 de la Ley General Presu- 
puestaria que la que hemos dado al artículo 58.2.b) de la 
Ley General Tributaria sobre el interés de demora. Como 
ustedes recuerdan, la Ley de junio pasado, sobre interés 
legal de dinero, afectó tanto a la Ley General Tributaria 
como a la Ley General Presupuestaria y,  entonces, para 

acomodar ambos textos, y ya que hemos modificado el 
interés de demora de artículo 58 de la Ley General Tribu- 
taria, la Ponencia estimó oportuno dar la misma redac- 
ción del artículo 36 de la Ley General Presupuestaria. 
Como no hay enmiendas, si algún Grupo Parlamentario 
quiere pronunciarse, puede hacerlo; si no, pasamos a la 
votación directa de la disposición. (Pausa.) 

Votamos, pues, la disposición adicional cuarta. 

Efectuada la votución, dio el siguiente resultado: Votos 
a favor, 14;  abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Pasamos a la disposición transitoria, que recoge la dis- 

posición transitoria del proyecto remitido por el Gobier- 
no y el párrafo tercero de la disposición final segunda. Es 
un problema de mera redacción que ha realizado la Po- 
nencia y no hay enmiendas presentadas a ninguna de 
estas dos disposiciones, ni a la transitoria primitiva ni a 
la final segunda, párrafo tercero primitivo. En consc- 
cuencia, podemos pasar a la votación directa de la dispo- 
sición transitoria. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor. 17: abstenciones. una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
DisposiciOn derogatoria del proyecto de lev, según el 

informe de la Ponencia. Esta disposición derogatoria re- 
coge la disposición final segunda del proyecto de ley, en  
sus mismos términos. y existe una enmienda. la 153, del 
Grupo Parlamentario Popular, que la Ponencia entiende 
que está aceptada dentro de su informe, sobre lo cual 
quisiera el pronunciamiento del representante del Grupo 
Parlamentario Popular. (Pausa.) 

Señor Renedo, ustedes pretendían la supresión, en su 
enmienda 153, del párrafo segundo de la disposición f i -  
nal segunda del proyecto, que dice: «En particular, que- 
dan derogados'los artículos 77 a 86, el 87 en cuanto a la 
condonación automática, y el 88 de la Ley General Tribu- 
taria». Ustedes hacen una propuesta distinta a esta re- 
dacción. Como lo que hemos hecho ha sido sustituir toda 
la Ley General Tributaria, entonces, lógicamente, parece 
que su enmienda ya no tiene sentido. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: En ese caso, 
queda retirada. 

El señor PRESIDENTE: Votamos la disposición dero- 
gatoria, de acuerdo con el informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, quedó aprobada por unanirnidad. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la disposición final 
primera. Dicha disposición recoge la disposición final 
primera del proyecto enviado por el Gobierno, que no 
tenía enmiendas, y la disposición adicional cuarta, letra 
a), que tampoco tenía enmiendas. Es también una nueva 
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redacción más lógica, al entender de la Ponencia, de es- 
tos dos preceptos. 

Votamos la disposición adicional primera. 

Eficruuda la iwtación. fitr aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Por último, disposición final 
segunda del provecto, según el informe de la Ponencia, 
que recoge la disposición final segunda del proyecto re- 
mitido por el Gobierno y que no tenía tampoco enmien- 
das. 

Votamos esta disposición final segunda. 

Ethctriada /u iwrucióii, tire aprobada por unanimidad. 

.El señor PRESIDENTE: Con esto hemos llegado al f i -  
nal del dcbaic en Comisión del proyecto de ley de modifi- 
cación parcial de la Ley General Tributaria. 

Antes de levantar la sesión, quisiera hacer constar dos 
cuestiones. La primera de ellas es que las enmiendas y 
votos particulares que se mantengan para el Pleno tienen 
que ser presentados antes del sábado, a las dos de la 
tarde, ya que fue acuerdo unánime de la Junta de Porta- 
\'oces que esta ley se viese en el Pleno de la próxima 
semana. 

La segunda cuestión es que, efectivamente, falta pro- 
nunciarnos sobre la exposición dc motivos y sobre el mis- 
mo título de la Icy. Pregunto en primer lugar: la exposi- 
ción de moti.vos. ¿se incorpora o n o  al provecto de ley? 

El señor GARCIA RONDA: Señor Presidente, es distin- 
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to. Es una nueva ley que cambia la Ley General Tributa- 
ria. 

El señor PRESIDENTE: Entonces, no se incluye en el 
proyecto de ley. (El señor Caballero Alvarez pide la pala- 
bra.) Tiene la palabra el señor Caballero. 

El señor CABALLERO ALVAREZ: En nuestra opinión, 
nos parece que no es procedente incluirla. Por lo tanto, 
planteamos que no se haga. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo. 
La otra cuestión es el cambio de nombre del proyecto 

de ley, que venía como de «Represión del fraude fiscal, y 
ahora quedaría como de ((Modificación parcial de la Ley 
General Tributaria». iSe aprueba la modificación por 
unanimidad? (Asentimiento.) 

De acuerdo, muchas gracias. 
Unicamente quiero, antes de levantar la sesión, agra- 

decer a'todos los ponentes el esfuerzo que han hecho en 
Comisión; a todos los miembros de la Comisión, su pa- 
ciencia y también su atención para una discusión que ha 
sido compleja dada la reconversión que ha sufrido el 
proyecto primitivo, y ,  sin lugar a dudas, también agrade- 
cer a los servicios de la Cámaraq, tanto técnicos como de 
asesoramiento, todo el trabajo que han desarrollado en 
este proyecto. 

Se levanta la sesión. 

Eran las dos v diez minutos de la tarde. 


